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 Introducción 

 La creciente red de lazos económicos, sociales y culturales que vincula cada vez 

más estrechamente a los individuos que habitamos el planeta es quizás la característica más 

relevante de la época que nos toca vivir. La imagen de individuos desarrollando su vida sin 

influencias externas en el seno de estados nacionales, si alguna vez fue adecuada hoy ha 

dejado de serlo.   

 La globalización, como vagamente se denomina a este fenómeno, ha generado o 

puesto en el centro del debate una serie de nuevos asuntos. En particular, en el ámbito de la 

filosofía política, la pregunta por la justicia distributiva a nivel internacional ha comenzado 

a ser formulada cada vez con mayor insistencia1. 

 Como generalmente sucede con los asuntos filosóficos el debate prolongado no ha 

producido consenso, aunque si claridad. Las distintas partes involucradas han advertido que 

las diferencias que los separaban, como usualmente sucede, tenían raíces más profundas de 

lo que a primera vista parecía.  

Básicamente las partes en este debate han sido dos, por un lado el 

Cosmopolitanismo, y por otro, el Estatismo o Parcialismo. Los primeros afirman que las 
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exigencias de justicia distributiva se aplican en el ámbito internacional.2 Los segundos 

confinan dichas exigencias al seno de las estructuras estatales domésticas.3 Los primeros, 

afirman que las desigualdades materiales que afectan a individuos que habitan diferentes 

Estados poseen relevancia moral, los segundos lo niegan.4 Por último, los cosmopolitas 

consideran que debe ser moralmente relevante el nivel relativo de recursos que dos 

personas gozan por el mero hecho de ser ellos seres humanos. Los parcialistas o Estatistas, 

por su parte, lo niegan.5 

El debate que han llevado adelante ha ayudado a dilucidar los distintos planos en 

que se ubican sus discrepancias: uno normativo, uno institucional y otro justificatorio. En el 

primer nivel, el nivel normativo, la discrepancia ha estado centrada sobre cuáles son los 

principios de justicia internacional defendibles. Específicamente el asunto en cuestión ha 

sido si son adecuados principios de justicia distributiva internacional6. Mientras los 
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ha propu es to  ap licar  e l  p r in cip io  u t i l i t ar is ta  d e  maximización  d el  b ien es tar  a tod a la  
human id ad ,  ex tr ayendo  conc lus ion es  red is tr ib u tiv as  (S ing er ,  1972,  2002) .  Jon es ,  
def iend e un  d erecho un iv ersal  a l a sub s is ten c ia  como un a ex igen c ia mín ima d e jus tic ia  



cosmopolitas se han pronunciado por la afirmativa, los estatistas o parcialistas lo han hecho 

por la negativa.  

 En relación con el segundo nivel, el debate ha estado referido a cuáles son las 

mejores herramientas institucionales para poner en práctica las exigencias de los principios 

de justicia internacional. Este plano de discusión es pragmático o instrumental. A este nivel, 

se ubican el Global Resources Dividend propuesto por Pogge (2002: 205-214), el impuesto 

progresivo que Barry propone crear sobre el producto nacional bruto de los países ricos, y 

el impuesto a la extracción de recursos minerales, u otros recursos no renovables (Barry, 

1982: 202) Estos arreglos son meras herramientas.  

Como es obvio, este segundo nivel de discusión es menos fundamental que el 

primero, en el sentido que depende de cuáles sean las exigencias normativas que se 

pretenden implementar. No obstante, a pesar de ser más fundamental que el segundo, el 

primer nivel de discusión no es todavía el más básico que pueda alcanzarse. Un tercer nivel 

de discusión, que sirve de fundamento a los dos restantes, se refiere a las razones que 

determinan cuál es el dominio de las exigencias de justicia.  

En consecuencia, existen tres preguntas diferentes sobre las que ha girado el debate 

entre cosmopolitas y estatistas o parcialista. La primera, se refiere al contenido de los 

principios de justicia en el ámbito internacional. La segunda, a cómo deben ser los arreglos 

institucionales si han de ajustarse a dichos principios. La tercera, se refiere a la delimitación 

del ámbito en que se aplican las exigencias de justicia distributiva y las razones que la 

justifican. Es decir, aquello qué justifica que los principios de justicia se apliquen a un 

determinado dominio de asuntos o instituciones.  

Esta última cuestión ha sido, a pesar de su carácter fundamental o quizás debido a 

ello, largamente desatendida. Por años los filósofos políticos concentraron sus esfuerzos en 

dotar de contenido a las exigencias de justicia y proponer diseños institucionales que las 

satisficiesen. Esto no significa que no poseyesen respuesta para la pregunta de cuál es el 
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dominio de los principios de justicia distributiva, ya que en lo que decían tal respuesta 

estaba presupuesta, sin embargo el asunto ha permanecido como trasfondo y rara vez ha 

sido objeto de debate explícito. 

Afortunadamente, uno de los efectos colaterales de la globalización ha sido ubicar 

este tópico en el centro de la agenda de debate. La razón de ello ha sido que para 

determinar si las exigencias de justicia distributiva que se aplican en el ámbito doméstico se 

extienden o no al dominio internacional es necesario, en primer lugar, esclarecer las 

razones que justifican la aplicación de dichas exigencias.  

En lo que sigue pretendo abordar esta pregunta con el objeto de ofrecer y defender  

una respuesta parcialista o estatista que sostiene que las exigencias de justicia sólo se 

aplican en el seno de comunidades políticas legítimas. Esto no equivale a la afirmación 

débil de que un esquema institucional para ser distributivamente justo deba previamente ser 

legítimo, sino a la afirmación mucho más fuerte que sostiene que un esquema institucional 

no puede ser calificado como distributivamente justo o injusto a menos que previamente 

sea legítimo.  

Defenderé, por lo tanto, un tipo de asociativismo político en relación con las 

exigencias de justicia distributiva. Asociativista, en tanto afirma que las exigencias de 

justicia distributiva sólo se aplica a determinados esquemas institucionales, o dicho de otro 

modo, sólo tienen cabida entre individuos vinculados por esos lazos institucionales. 

Política, debido a que sostiene que tales instituciones deben haber sido configuradas por el 

uso del poder político legítimo. 

Adicionalmente, y una vez que haya presentado mi posición, mostraré qué 

consecuencias se seguirían de ella respecto de la aplicabilidad o no de los criterios de 

justicia distributiva a un ámbito internacional económicamente globalizado.  

Para presentar mi posición utilizaré como punto de partida la concepción de justicia 

defendida por John Rawls y las elaboraciones que sobre ella ha realizado Michael Blake y 

Thomas Nagel.  

   



I- La Concepción Normativa de Persona y Sociedad y El Dominio de la 

Justicia.  

Tomar a Rawls como punto de partida no es arbitrario. Pretendo argumentar a favor 

de un tipo de asociativismo-político referido a las exigencias de justicia distributiva y 

Rawls ha sido uno de los primeros en sostener una concepción de justicia de esta índole en 

el debate contemporáneo. En efecto, Rawls afirma que los principios de justicia 

distributiva, fundados en la exigencia de tratar equitativamente a los otros, sólo se aplican a 

las instituciones que configuran la estructura básica estatal. Es decir, sostiene que las 

exigencias de justicia sólo se aplican al diseño de dichas  instituciones y por lo tanto no se 

aplican ni a las elecciones individuales de aquellos que habitan en el marco de dichas 

instituciones, ni a las relaciones que una sociedad políticamente organizada mantiene con 

otra, ni a los individuos que habitan diferentes estructuras básicas.  

Esta, como es sabido, no es una posición que Rawls haya adoptado tardíamente, 

sino que forma parte de la justicia como equidad desde sus orígenes7. Sin embargo, como 

he señalado, su relevancia ha venido a ser advertida recientemente8. El hecho de que esta 

                                                
7 Ya  en  las  pr imeras p ág inas d e A Th eory o f Jus t ice  se encarg aba  de  s eña lar :  “Jus t ice i s  
the  f irs t  v ir tue  of  soc ia l ins t i tu t ions ,  as  tru th  is  of  sy stems  of  tough t. . . ”( Raw ls ,  1971-
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(Raw ls ,  1971-1999 :  7)   
8 Una v is ión  du al is ta,  co mo la d e Rawls,  sos t ien e que lo s  pr in c ip io s  mor a les  ap to s par a  
eva lu ar  l a ju s tic ia d e las  ins t i tu c iones no  necesar iamen te son  ap tos p ar a ap licarse a  
o tros  domin ios ,  t ale s  como la conduc ta person al d e los  ind iv iduo s,  l a s  aso c iac iones  
pr ivad as ,  la s  re lac ion es qu e un  Es tado  man tien e con  o tros ,  e tc.  Por  e l  contr ar io ,  un a  
v is ión  mon is ta  s eña la:  “ . . . a ll  fundamenta l nor mativ e p r in c ip les  tha t app ly  to  the  des ign  
of  in st i tu tion s app ly  a lso  to  the  conduc t  of  p eop le.” ( Murphy 1998 :  p .251)  
Ger ald  Cohen  h a d efend ido  una  v is ión  monis ta  y  h a d ir ig ido  un a cr í t i ca  a l  dua l ismo  
raw ls iano  argu men tando que la s  m ismas razon es que jus tif i can  ap licar  lo s  cr i t er io s  de  
jus t ic ia d is tr ibu tiv a a l  domin io  in s ti tu cion a l  son  vál id as  par a ap l icar los  a o tr as  
ma ter ias :  el  d is eño  de ins t itu c iones so cia les  no  coer ci t iv as ,  e l  e thos  so c ia l y  l as  
elecc ion es  per sona les .  ( Coh en , 1997 : p  26)  
El  a rgumento  cen tr al  d e Coh en en  con tra  de l  d ual i smo  raw lsiano  s eña la,  co mo pr imer  
paso ,  que la razón  que jus t if ica ap l icar  lo s  cr i t er io s  de jus tic ia a l a e stru c tur a bás ica  
rad ica en  los  profundo s efec tos  qu e es ta t i en e  sobre  las  per spec tiv as  de  v id a d e los  
ciud ad anos .  E l s egundo paso ,  r ad ica en  mos tr ar  que o tros  ar reg los ins t i tuc ion ales  y  
dec is ion es  per sona les  t i enen  lo s  m ismo s ef ec tos .  La conc lus ión  es  qu e los  pr in c ip ios  d e  
jus t ic ia,  en  consecu en cia ,  l es  deb en  s er  ap licables .  ( Cohen , 2000 :  138-140)  



idea permaneciese en el trasfondo de la justicia como equidad ha provocado que las razones 

que la justifican no hayan sido tenidas en consideración por la mayor parte de sus lectores. 

La primera parte de mi tarea, consistirá en buscar estas razones en la obra de Rawls para 

ofrecerlas de modo articulado.  

En ausencia de razones para restringir el ámbito de la justicia al seno de una 

estructura básica estatal, el mismo debería extenderse también al dominio personal e 

internacional. En consecuencia, quien quiere sostener la existencia de esta restricción es 

quien debe aportar las razones para ello. ¿Qué razones existen para que los estándares de 

justicia sólo sean aptos para evaluar el diseño de las instituciones básicas estatales? 

Permítanme elaborar un poco más la pregunta con el fin de especificarla. Los 

principios de justicia se encuentran fundados en la idea de que los ciudadanos deben ser 

tratados como libres e iguales. Es decir, es la exigencia de tratar a otros equitativamente –

esto es como iguales y libres- lo que subyace a las exigencias de justicia. O dicho de otro 

modo, el contenido de los principios de justicia se deriva de la concepción normativa de 

persona libre e igual y su concepción correlativa de sociedad entendida como empresa 

cooperativa para el beneficio recíproco. La pregunta por las razones que justifican aplicar 

los estándares de justicia puede, entonces, ser reformulada en términos de las concepciones 

normativas de persona y sociedad. Si es posible determinar qué razones existen para que 

sea valioso aplicar estas concepciones normativas a la evaluación de las instituciones 

básicas, se habrá determinado qué razones justifican aplicar los principios de justicia que de 

ellas se derivan a dichas instituciones. 

La pregunta reformulada que debemos responder, entonces, es la siguiente: ¿Por 

qué es valioso que nos tratemos recíprocamente en el seno de las instituciones que 

componen la estructura básica de nuestra sociedad como si fuésemos miembros libres e 

iguales de una empresa cooperativa para el beneficio recíproco? Dicho de otro modo, ¿Por 

qué es valioso que nos veamos, a la hora de establecer los principios para evaluar las 
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instituciones básicas, como si fuésemos miembros libres e iguales de una empresa 

cooperativa para el beneficio recíproco? O dicho más sintéticamente ¿Por qué tal 

concepción de persona y sociedad es normativa en relación con el modo de diseñar la 

estructura básica de la sociedad?  

  Para encontrar las razones que subyacen a la respuesta de Rawls a esta pregunta 

debemos focalizar nuestra atención en el recurso de la posición original. La razón de esto es 

la siguiente, para justificar su particular diseño de la posición original Rawls ofrece dos 

líneas argumentales. Por un lado, señala de qué modo dicha herramienta modela en su 

diseño a la concepción normativa de persona y sociedad. Por otro, señala qué características 

peculiares de la estructura básica justifica configurar de ése modo a la situación en que van 

a elegirse principios que sean aptos para evaluarla. De tal modo que, si uno cruza ambas 

líneas de justificación habrá identificado cuáles son las características de la estructura 

básica que determinan que las concepciones normativas de persona y sociedad le sean 

aplicables.  

Comencemos por la primera línea de justificación. ¿Qué elementos de la posición 

original modelan la concepción normativa de persona libre e igual y la concepción 

normativa de sociedad como empresa cooperativa? Las personas son consideradas libres e 

iguales porque se les atribuye a todas por igual la posesión de dos poderes morales: la 

capacidad para poseer un sentido de la justicia –la capacidad para entender, aplicar y actuar 

de acuerdo a una concepción de justicia- y la capacidad para poseer una concepción del 

bien –la capacidad de formar, revisar y llevar racionalmente adelante una concepción del 

bien- (Rawls, 1993: 18). 

Ambos poderes, la capacidad de ser razonable y la de ser racional, son modelados 

en la posición original estipulando que las partes deliberarán buscando promover la 

realización de la concepción de lo bueno de la persona que representan ubicadas detrás de 

un velo de ignorancia que les impide conocer la posición social de sus representados, sus 

talentos naturales, accidentes históricos y el particular contenido de su concepción del bien. 

(Rawls, 1993: 79) 

Es de destacar que es el fuerte componente de equidad introducido con el velo de 

ignorancia –todos los ciudadanos son ubicados en una situación simétrica- lo que hace que 

los principios de justicia obtenidos concedan los mismos derechos básicos, libertades y 



oportunidades a todos los ciudadanos, y estipulen que las diferencias económicas estén 

justificadas sólo si benefician a quien menos posee.  

Por lo que respecta a la concepción normativa de sociedad, el elemento que la 

modela es el diseñar a la situación hipotética como un contrato unánime. Lo señalado tiene 

que ser matizado toda vez que los elementos que modelan la concepción de persona 

también modelan la concepción correlativa de sociedad. La razón de ello es que la 

concepción de persona se obtiene a partir de la concepción normativa de sociedad (Rawls, 

1993: 18). No obstante, el recurso del contrato unánime modela una idea básica de la 

concepción normativa de sociedad, a saber, que los términos de cooperación son 

concebidos como acordados por todos aquellos que se encuentran vinculados por ellos 

(Rawls, 1993: 22). Dado que lo que se pretende obtener son términos de cooperación que 

ciudadanos libres e iguales acordarían, un nuevo ingrediente debe ser agregado a la 

situación contractual, el contrato debe ser hipotético.   

De modo, entonces, que la primera línea de justificación del diseño de la posición 

original señala lo siguiente. Si consideramos valioso tratar a los ciudadanos como 

miembros libres e iguales de una empresa cooperativa recíprocamente beneficiosa, un 

procedimiento contractual hipotético en el cual las partes lleven adelante sus deliberaciones 

racionales tras un velo de ignorancia, permite obtener los principios adecuados para evaluar 

las reglas que regulan su convivencia.    

La primera línea de justificación nos ha dejado con una conclusión condicional. Si 

en determinadas interacciones es valioso vernos como miembros libres e iguales de una 

empresa cooperativa entonces los principios que se obtienen de la posición original –esto es 

los principios de justicia- son adecuados para evaluar las reglas que ordenaran dichas 

interacciones. La segunda línea de justificación viene a completar esta conclusión. Da 

razones que justifican vernos de este modo a la hora de evaluar las interacciones que se dan 

en el seno de la estructura básica.  

Una vez determinados los rasgos de la posición original que modelan la concepción 

normativa de persona y sociedad, es necesario identificar ahora cuáles son las 

características de la estructura básica que justifican diseñar de este modo el mecanismo 

para obtener principios que sean aptos para evaluar su configuración. De lo que se trata 

ahora es de preguntarnos qué rasgos de la estructura básica justifican que el diseño de la 



posición original tenga las peculiares características antes señaladas, esto es, que sea una 

situación contractual hipotética donde las partes tienen que elegir por unanimidad 

deliberando racionalmente detrás de un velo de ignorancia.  

Dado que dos son las características relevantes de la posición original –contrato 

unánime y deliberación racional tras el velo de ignorancia- don son los rasgos de la 

estructura básica que deben buscarse como justificación. Dos preguntas deben hacerse en 

relación con la estructura básica: ¿qué característica de dicha estructura justifica que la 

posición original sea diseñada como una situación de decisión contractual por unanimidad? 

Y ¿qué característica justifica que tal decisión deba ser tomada detrás de un velo de 

ignorancia?   

La respuesta a la primera pregunta debe buscarse en el carácter político de la 

estructura básica. Las instituciones que la forman son configuradas por el ejercicio del 

poder político y éste es el poder de todos los ciudadanos en tanto cuerpo colectivo9.  La 

estructura básica es configurada por la autoridad política que ejercita un poder que 

pertenece –en un sentido que luego discutiré- a todos los ciudadanos.  

Si la estructura básica es configurada por el poder político, y si este poder es el 

poder de todos los ciudadanos por igual, esto justifica que la posición original sea diseñada 

como una situación de elección por unanimidad. Los criterios que van a servir para evaluar 

el ejercicio del poder político a la hora de configurar la estructura básica deben ser 

aceptables para todos los ciudadanos, de allí la estipulación del contrato por unanimidad. 

Volveré sobre esto más adelante. 

La respuesta a la segunda pregunta está vinculada a los efectos que la estructura 

básica tiene sobre la configuración de quienes habitan en ella. El lugar que ocupamos en 

dicha estructura configura los individuos que somos. Señala Rawls:  

                                                
9 Af ir ma Raw ls : “…In a cons t itu t ion al r eg ime  the spec ia l f eatur e of  the po l i t i cal  
rela t ion  is  th a t po l i t i cal pow er  i s  u l tima te ly  th e  power  of  the publ ic,  th a t is ,  th e power  
of  f ree  and  equa l c it i zen s a s  a co l lec tiv e body …” (Raw ls,  1993 : 136)  Aunqu e Rawls  
parece s eñ alar  qu e só lo  en  un  r ég imen cons t i tu cion a l e l  pod er  po lí t i co  es  e l  pod er  d el  
pueblo ,  p ien so  qu e e l modo cor rec to  de en tend er  su  asev erac ión  es  el  s igu ien te .  Todo  
poder  po l ít i co  –  en  tan to  no  se  redu ce a la  coacción  desnuda  –  es  e l  pod er  d e l pu eb lo .  
Sin  embargo , só lo  en  un  rég imen cons t i tuc ion al  e ste pod er  es  in terpre tado  como e l  
poder  d e un  cuerpo  co lec t ivo  d e c iud ad anos l ib r es  e igu ales .  Entr e o tr as  cosas ,  es to  se  
debe  a  que  só lo  en  la  cu l tura  púb lica d e es tos  reg ímenes ex is te l a id ea  de  c iud adan ía  
l ib re  e  igua l .   
 



“...we have no prior public or nonpublic identity: we have not come from 

somewhere else into this social world...” (Rawls, 1993: 136) 

Esta idea tiene dos partes. En primer lugar, el esquema institucional en que una 

persona crece tiene incidencia sobre sus deseos y aspiraciones, sobre sus concepciones del 

bien y sobre la imagen que tiene de sí mismo. Señala Rawls: 

“Now everyone recognizes that the institutional form of society affects its members 

and determines in large part the kind of persons they want to be as well as the kind 

of persons they are...More generally, the basic structure shapes the way the social 

system produces and reproduces over time a certain form of culture shared by 

persons with certain conceptions of their good.”(Rawls, 1993: 269) 

De este efecto de la estructura básica no escapan tampoco los talentos y habilidades 

naturales, puesto que el desarrollo de los mismos siempre depende de la promoción y apoyo 

de las instituciones sociales. Por lo tanto: 

 “...So not only our final ends and hopes for ourselves but also our realized abilities 

and talents reflect, to a large degree, our personal history, opportunities, and social 

position. There is no way of knowing what we might have been had these things 

been different.”(Rawls, 1993: 270) 

 El segundo elemento de la idea hace referencia al carácter coercitivo de estos 

efectos. Nadie ha elegido nacer en el seno de una determinada estructura básica. Esto 

significa que las decisiones del poder político que configuran la estructura básica se aplican 

coercitivamente a quienes viven en ella. En este punto es donde Rawls se aparta de las 

concepciones libertarias. Para estos el Estado y la autoridad política son creados por 

acuerdos voluntarios de los individuos afectados. Desconocen el carácter coercitivo del 

poder político y, en consecuencia, no ven ninguna diferencia entre el Estado y el resto de 

las asociaciones privadas (Rawls, 1993: 263-264). 

 Las dos partes de esta idea justifican distintas características de la posición original. 

El segundo elemento, justifica que se estipule que las partes deben elegir principios para 

una sociedad autocontenida a la cual no se puede ingresar y de la cual no se puede emigrar. 

Se supone que sus representados vivirán en esa sociedad de por vida. El primer elemento –

que la estructura básica configure la persona que somos, nuestros intereses y habilidades- 



justifica que se estipule que las deliberaciones de las partes serán llevadas a cabo en una 

situación hipotética tras un velo de ignorancia (Rawls, 1993: 277). 

 En consecuencia, el rasgo de la estructura básica que justifica la utilización del velo 

de ignorancia son los profundos efectos que esta tiene sobre la configuración de las 

personas que en ella habitan. Dado que la concepción normativa de persona hemos dicho se 

encuentra modelada en la posición original por estipular que las partes deliberarán 

racionalmente tras un velo de ignorancia, esto nos deja con la conclusión de que la razón 

por la que es valioso considerarnos como libres e iguales a la hora de deliberar sobre los 

criterios para evaluar la estructura básica son los efectos que esta tiene a la hora de 

configurar a los individuos que en ella habitan.   

 Sintetizando, la reconstrucción ofrecida hasta aquí tiene la siguiente estructura. En 

primer lugar, se parte de la idea que las exigencias de justicia se encuentran enraizadas en 

consideraciones de equidad. Esto implica que sólo en relación con aquellos individuos que 

debemos tratar equitativamente se aplican tales exigencias. Dado que tratar equitativamente 

a otro consiste en tratarlo como un igual, lo que se opone a tratarlo como un subordinado, 

se sigue que debemos tratar equitativamente a aquellos que debemos tratar como 

igualmente libres. En términos rawlsianos, debemos tratar equitativamente a aquellos 

individuos en relación con los cuales la concepción normativa de persona libre e igual, y su 

concepción correlativa de sociedad, es normativa. De esto se sigue que los principios de 

justicia, que se siguen de las exigencias de equidad y de la concepción normativa de 

persona y sociedad, sólo son aplicables a aquellos aspectos de la realidad en relación con 

los cuales tales concepciones deben aplicarse o son normativas. En segundo lugar, y para 

determinar por qué razón Rawls considera que las exigencias de justicia sólo se aplican a la 

estructura básica de la sociedad, hemos señalado, por un lado, los rasgos de la posición 

original que modelan la concepción normativa de persona y sociedad, y por el otro, los 

rasgos de la estructura básica que justifican diseñar la posición original con dichos rasgos. 

Aquí hemos arribado a la conclusión de que los rasgos que modelan las concepciones 

normativas son dos: contrato hipotético unánime y deliberación racional tras el velo de 

ignorancia. A su vez, las características de la estructura básica que justifican diseñar la 

posición original con estos dos rasgos son dos: el carácter colectivo del poder político que 

configura dicha estructura y los profundos efectos que esta tiene sobre los individuos que 



en ella habitan. En tercer lugar, y finalmente, ahora disponemos de una respuesta parcial a 

las razones por las que –según Rawls- los principios de justicia distributiva sólo se aplican 

a la estructura básica, a saber, porque sólo debemos tratar equitativamente –esto es como 

igualmente libres- a quienes con nosotros habitan una estructura básica configurada por el 

poder político colectivo que tiene profunda influencia sobre los individuos que somos. 

 Ahora bien, ¿por qué tales consideraciones funcionan como razones a favor de 

aplicar las exigencias de justicia distributiva? Nada de lo señalado hasta aquí vale todavía 

como un argumento a favor de dicha posición. Hemos seguido a Rawls hasta el lugar en 

donde él creía se encontraba el núcleo de la respuesta –la existencia de una estructura 

básica con profundos efectos sobre quienes en ella habitan configurada por el poder político 

colectivo- pero bien puede ser que el lugar hasta donde Rawls nos ha llevado no sea el 

adecuado. Pienso que este no es el caso y en lo que sigue ofreceré las razones por las que 

creo que estos dos rasgos de la estructura básica efectivamente justifican que sólo a su 

diseño –o lo que es lo mismo a las interacciones individuales mediadas por ella- se le 

apliquen las exigencias de equidad y justicia.  

 Algunos de quienes han ofrecido recientemente razones a favor de esta posición han 

sido Michael Blake (2002) y Thomas Nagel (2005) por lo que antes de exponer mis propias 

razones explicaré las suyas. Una razón adicional para proceder de este modo es que las 

razones que voy a ofrecer pueden entenderse como un complemento o corrección a las que 

ellos han formulado.  

 

 2- Blake: Asociativismo Político, Coerción y Justicia. 

  Uno de los primeros en ofrecer razones en defensa del asociativismo rawlsiano en 

materia de justicia distributiva ha sido Michael Blake. No obstante la reconstrucción que 

ofrece del pensamiento de Rawls es discrepante con la que he presentado en el apartado 

anterior y por ello, antes de presentar su argumento, señalaré en donde radican las 

diferencias. Básicamente, el punto de discrepancia radica en que Blake piensa que aquello 

que justifica la utilización del recurso de la posición original, y por tanto justifica la 

aplicación de los principios de justicia allí obtenidos para evaluar la estructura básica 

doméstica, radica sólo en su carácter coercitivo. Señala al respecto: 



 “...my analysis here is meant to suggest that the original position is only a useful 

device in the context of the justification of certain forms of coercion…” (Blake 

2002, 283)   

 Es decir, Blake no comparte la aseveración de que lo que justifica diseñar la 

posición original del modo en que Rawls lo hace y aplicar los principios allí elegidos a la 

estructura básica sea el carácter colectivo del poder político que configura dicha estructura 

y los profundos efectos – no consentidos y por ende coercitivos - que esta tiene sobre los 

individuos que en ella habitan. Básicamente Blake se concentra sobre el carácter coercitivo 

de los efectos de la estructura básica –pasando por alto la exigencia de que estos sean lo 

suficientemente profundos– y desconoce completamente la relevancia de que esté 

configurada por un poder político colectivo. 

 Las razones por la que Blake presenta de este modo la posición rawlsiana deben 

buscarse en el argumento que ofrece en su defensa. Puesto que intentaré mostrar que el 

argumento no es del todo adecuado, hacer tal cosa espero que sirva de modo colateral para 

desacreditar la interpretación de Rawls a la que sirve como fundamento.  

 El argumento ofrecido por Blake se inicia postulando un principio de autonomía que 

se aplica a todos los seres humanos sin distinción. Específicamente señala: 

 “...all human beings have the moral entitlement to exist as autonomous agents, and 

therefore have entitlements to those circumstances and conditions under which this 

is possible…” (Blake 2002, 267)  

 El siguiente paso consiste en mostrar a la coerción como una invasión de la 

autonomía personal estatuida por el principio moral del que se ha partido. Específicamente 

Blake señala que la acción del Estado –aun del Estado liberal- es coercitiva. Como ejemplo 

paradigmático de coerción señala la imposición de castigos penales. (Blake 2002, 272) 

 Esto conduce al tercer paso. Si se quiere honrar el principio de autonomía liberal y 

ejercitar la coerción penal –tal como hace el Estado liberal- es necesario encontrar un modo 

de justificar la invasión coercitiva a la autonomía individual. El modo natural de justificar 

el daño infringido por la coacción sobre un individuo –sin afectar su autonomía- es recurrir 

a su consentimiento. Dicho consentimiento no puede ser efectivo sino hipotético10 y 

                                                
10 Seña la Blake p ara jus t if i car  su  pos ic ión : “ . . . in  at t emp t ing  to  jus ti fy  th e impos it ion  of  
incar cer a t ion  for  mans laughter ,  for  in stan ce ,  w e do  not ask  th e pr i soner  in  the do ck  



realizado en circunstancias tales que modelen al individuo en cuestión como un agente 

racional.11 

 El paso siguiente consiste en mostrar que el derecho privado –las normas que 

regulan la propiedad, los contratos, los impuestos, etc.- también involucran una acción 

coercitiva por parte del Estado. Todos los tipos de normas legales se encuentran –en última 

instancia- respaldadas por medidas coercitivas que colisionan con el principio de autonomía 

y que deben ser justificadas, del mismo modo que la coerción penal. Especificando el tipo 

de coerción que tiene en mente, señala Blake: 

“...every judicial act is an act of implicit violence, whether that act is the 

imprisonment of a criminal or the adjudication or a property dispute; it is up to 

political philosophy to decide whether such implicit state violence is legitimate…” 

(Blake 2002: 279)  

Es decir, en opinión de Blake, toda norma jurídica –penal o no- es pasible de ser aplicada 

coercitivamente por los órganos jurisdiccionales del Estado. Todo acto judicial de 

aplicación es un acto coercitivo. 

 El último paso consiste en extender el tipo de justificación ofrecido para la 

justificación de la pena al problema de justificar la coerción ejercida a través del derecho 

privado. Blake señala aquí que, mientras uno de los hechos relevantes a la hora de brindar o 

no el consentimiento a la pena es la gravedad del delito, lo relevante a la hora de brindar o 

no el consentimiento al esquema coercitivo de derecho privado es el patrón de derechos que 

este esquema establece. Para brindar su consentimiento los individuos sometidos al 

esquema coercitivo mirarán el modo en que este define coercitivamente el flujo de recursos 

que se destina a cada actividad. Dado que el esquema coercitivo en cuestión se aplica a un 

conjunto de individuos, el mismo debe aparecer como justificado frente a cada uno de los 

afectados. Para alcanzar esta justificación general –concluye Blake- debe buscarse un 

recurso de justificación que evite elegir principios para diseñar dichas instituciones 

coercitivas que beneficien a algunos y que en virtud de ello puedan ser razonablemente 

                                                                                                                                               
wha t shor t s  of  punish ments  ar e to se to  which  he  would  consen t.  We phr ase our  reques t  
for  ju s tif i ca t ion ,  r ath er ,  in  t er ms  of  h ipo the ty ca l  consent . . . ”  ( Blake  2002 : 274)  
11 Ref ir iéndo se a l a l eg it imiac ión  de l cas tigo  med iante e ste recur so ,  Blak e af irma :  
“. . . cr im in a l’s  pun ish ment  i s  leg i timated . . .b ecause h e h imse lf ,  a s  a r at ion al  ag en t,  can  b e  
unders tood  und er  th e ap ropr ia te  h ipo th e tyca l cir cumstan ces as  h av ing  w i l led  i t .”  ( Blak e  
2002: 274)  



rechazados por otros. Debe buscarse un recurso que garantice que la elección de tales 

principios a través del consentimiento hipotético no se encuentra viciada por elementos 

moralmente arbitrarios. Si la elección no está viciada de este modo, nadie tendría un motivo 

razonable para no dar su consentimiento. Tal recurso, es la posición original rawlsiana de la 

que surgen los principios de justicia. (Blake 2002: 282-283) 

 En opinión de Blake, entonces, las exigencias de justicia surgen a partir de la 

necesidad de justificar la coerción ejercida por el derecho privado12. El carácter coercitivo 

de éste hace que el mismo deba ser justificado frente a todos aquellos que habitan dicha 

estructura –requiriendo su consentimiento hipotético- tomando en consideración los efectos 

materiales que el mismo produce. Esto, a su vez, hace que se restrinjan las desigualdades 

materiales justificadas en el seno de dicha estructura coercitiva sólo a aquellas que serían 

consentidas aun por los miembros menos favorecidos de la sociedad. Finalmente, esto 

conduce a las exigencias de justicia distributiva. De este modo, concluye Blake: 

“...Coercion, not cooperation, is the sine qua non of distributive justice, making 

relevant principles of relative deprivation...” (Blake 2002: 289) 

  En síntesis, la idea de Blake sería que aquello que determina el carácter normativo 

de la concepción de sociedad entendida como empresa cooperativa y persona libre e igual 

en relación con la estructura básica es el hecho de que esta sea impuesta coercitivamente. A 

su vez esto, es lo que determina que las exigencias de equidad y justicia distributiva –

fundadas en dichas concepciones normativas- se apliquen a dicha estructura. 

 ¿Es el argumento fundado en la coerción una buena defensa del asociativismo 

político en materia de justicia? Pienso que no y la razón de fondo reside en que la 

coercitividad no es una característica lo suficientemente específica del vínculo político. 

Dicho sintéticamente, lo distintivo de la membresía política no es sólo la coercitividad 

como Blake la entiende. Blake señala: 

“...The criteria for membership within the group of people entitled to justification 

through principles de liberal justice, on my account, is membership as citizen within 

the territorial state. This first stage determines the class of people to whom 

                                                
12 Discrepo  con  el modo d e en tend er  l a co erc ión  esta ta l  p ropuesto  por  Blake .  Vo lver é  
sobre  e ste  a sunto  más ad elan te .  



justification is owed; the fact of coercion is what mandates the provision of such 

justification…” (Blake 2002: 289) 

La idea de Blake, expuesta en este párrafo, sería la siguiente, la membresía en el 

grupo de aquellos a quienes se debe justificación en términos de justicia distributiva –la 

membresía a la comunidad política- se adquiere por ser objeto de coerción.  

Aunque creo que es cierto que todos aquellos a quienes se debe justificación en 

términos de justicia habitan un mismo esquema coercitivo, no creo que la razón de que esta 

justificación sea debida radique sólo en el hecho de la coerción. Es decir, todos los 

individuos a quienes se debe justicia comparten la aplicación de un mismo esquema 

institucional coercitivo, pero la inversa no se cumple, no es cierto que a todos los 

individuos que se les aplica un mismo esquema coercitivo se les deba brindar justificación 

en términos de justicia. Siendo esto así, contrario a lo que señala Blake, la coerción no 

puede ser la razón de la justicia. 

Para aclarar cuál es mi discrepancia con Blake puede ser útil comenzar por señalar 

en donde esta no reside. Una discrepancia que es posible tener con Blake no se refiere al 

modo en que configura el test de membresía sino el modo en que lo aplica. Quienes 

adoptasen esta posición coincidirían con él en que la coerción es la razón de la justicia, esto 

es, acordarían en que la membresía en el grupo de aquellos a quienes se debe justificación 

en términos de justicia –la membresía política- se adquiere por ser objeto de coerción, pero 

discreparían en quienes forman parte de este grupo. Básicamente cuestionarían la 

afirmación de Blake en el sentido que sólo debamos justicia a quienes con nosotros 

comparten la ciudadanía dentro de un mismo Estado.  

Su objeción podría fundarse en el hecho de que los Estados no toman medidas 

coercitivas sólo en relación con sus ciudadanos sino también con los extranjeros. El caso 

paradigmático es el de las reglamentaciones migratorias que se aplican coercitivamente a 

quienes pretenden inmigrar dentro de un territorio estatal. Pero también existen otros, tales 

como las intervenciones armadas de un país a los fines de modificar las políticas adoptadas 

por otro. Más generalmente aun, el hecho de que los términos de interacción que el Estado 

estipula entre nacionales y extranjeros no sean idénticos a los términos de interacción entre 

nacionales es debido a un programa de medidas coercitivas estatales. Como señala Julius: 



“...The fact that people born in Brazil continue to interact with residents of the 

United States as participants in the brazilian labor market and not the U.S. 

one...involves a program of coercion by which U.S. policymakers have tried to 

change or preserve the terms on which U.S. citizens do business with people in 

other countries…” (Julius 2006: 183-184) 

 Si los Estados toman medidas coercitivas en relación con los extranjeros, o si el 

sistema internacional mismo es un tipo de sistema coercitivo, las exigencias de justicia 

deberían aplicarse en general y no sólo a aquellos que en tanto ciudadanos habitan un 

mismo territorio estatal13.  

 La respuesta ofrecida por Blake a este tipo de objeción parece completamente 

inadecuada. Centrándose en el caso de la exclusión coercitiva de aquellos que pretenden 

inmigrar dentro de un territorio estatal señala: 

“...The mere fact that exclusion is coercive does not erase the distinction between 

prospective and current membership. Only the latter, I argue, gives rise to a 

legitimate concern for relative deprivation.” (Blake 2002: 280 n.30) 

   Ahora bien, si el hecho de que la exclusión sea coercitiva no provoca que el 

individuo adquiera la membresía –no borra la distinción entre membresía actual y 

prospectiva- esto prueba que no puede ser cierto que la membresía al grupo de individuos a 

los que se debe brindar justificaciones en términos de justicia se adquiera –como Blake 

piensa- por ser objeto de medidas coercitivas. 

  No obstante lo defectuosa de la respuesta de Blake, no creo que la objeción sea 

destructiva en relación con su posición. Lo que se necesita es encontrar un criterio relevante 

para afinar la noción de coerción. 

  Para ello, antes de abordar el tema de los esquemas institucionales coercitivos, 

puede ser útil decir algo sobre las acciones individuales coercitivas. Si se adopta un 

enfoque consecuencialista para evaluar las acciones el problema que se tiene con la noción 

de acción coercitiva es que cualquier acción que provoque externalidades no consentidas 

por aquellos sobre quienes recaen será una acción coercitiva. Aun si mi intención no es 

                                                
13 No pre tendo seña lar  qu e Ju l ius  t enga un  tes t  d e membresía id ént ico  al d e Blake s ino  
que es  s emejante a l  p ropues to  por  és te en  que pone e l acento  en  la ex is ten c ia de  
coer c ión .  Lo  que Ju l iu s  propone es  r ef inar  la no ción  d e co erc ión  que ac túa como r azón  
que fund a  br ind arnos  jus t if i cac ion es  en  tér minos  de  jus tic ia .     



imponer a otro un beneficio o una carga en contra de su voluntad, si mi acción tiene 

externalidades positivas o negativas y si estas no son consentidas voluntariamente, mi 

acción habrá sido un acto de coerción. Ahora bien dado que la mayoría de nuestras acciones 

producen externalidades de algún tipo, y dado que estas casi nunca son objeto de 

consentimiento, este camino nos deja con la conclusión contraintuitiva de que la mayoría de 

nuestras conductas son actos de imposición coactiva. Lo contraituitivo radica aquí en que 

pensamos que existe coacción no sólo cuando nuestra voluntad es anulada, sino cuando 

además es reemplazada por una voluntad ajena. En el caso de que mi intención no es 

conceder a otro un beneficio o carga, pero le provoco externalidades positivas o negativas 

no consentidas, su voluntad ha sido anulada –no ha consentido recibir tales externalidades- 

pero no ha sido reemplazada por otra –no era mi intención concederle beneficios o cargas- 

y en consecuencia no consideramos que tal acto sea un acto coercitivo en relación con 

quien soporta la externalidad. 

  De lo señalado se sigue que no pueden existir actos coercitivos realizados no 

intencionalmente. Dado que un acto de coerción es el reemplazo de una voluntad por otra, 

si no existe voluntad –intención- en el agente, no existe coerción. ¿Esto significa que sólo 

la intención del agente tiene relevancia? ¿Las consecuencias no juegan ningún rol en la 

evaluación moral del acto? Para responder estas preguntas es necesario distinguir entre la 

cuestión de a quién se coaccionó, de aquella de a qué se lo coaccionó. La intención del 

agente es relevante para determinar a quién se coaccionó, esto es, a aquél cuya voluntad se 

tenía intención de suplantar. Las consecuencias de tal acto son relevantes para establecer a 

qué se lo coaccionó. Por supuesto que es necesario establecer un criterio moralmente 

relevante para cortar la cadena causal, de lo contrario nuevamente nos veríamos llevados a 

consecuencias contraituitivas. El criterio que pienso correcto es el de las consecuencias 

razonablemente previsibles, aunque efectivamente no hayan sido previstas por el agente.  

  Para establecer si hubo o no coacción lo relevante es la intención efectiva del 

agente, su intención de reemplazar la voluntad de una persona. Para establecer a qué 

conducta la persona fue coaccionada lo relevante no son las creencias efectivas del agente 

sobre las consecuencias de la acción sino las consecuencias objetivamente previsibles. De 

este modo, si coacciono a alguien para que se dispare un tiro en la cabeza –con 

independencia de que haya previsto o no que esto le causaría la muerte- lo he coaccionado a 



suicidarse. Mi intención efectiva era que se disparase en la cabeza más allá de su voluntad 

de no hacerlo, esto sirve para establecer a quién coaccioné. Las consecuencias previsibles 

de tal acto –y no mis creencias e intenciones efectivas sobre tales consecuencias- son las 

que lo definen moralmente, esto sirve para establecer a qué lo coaccioné. La descripción 

correcta del evento diría que he coaccionado a un individuo para que se mate. De igual 

manera, si obligo a alguien a dispararle en la cabeza a otra persona la coaccionada no es 

esta última sino el obligado a realizar el disparo. La descripción correcta del evento diría 

que he coaccionado a un individuo a que mate a otro. Sobre quien recaen las consecuencias 

sirve para determinar el acto que ha sido ejecutado coercitivamente no para establecer el 

sujeto de la coerción.  

  Con estas precisiones puede trazarse una analogía con los esquemas institucionales. 

El enfoque que he expuesto sobre la coerción es un tipo de deontologismo, en tanto otorga 

relevancia a aquello que el agente tiene intención de hacer, y es un tipo de 

consecuencialismo, en tanto concede relevancia a los efectos que eran meramente 

previsibles. Lo primero es relevante para determinar el individuo que ha sido objeto de 

coerción mientras que lo segundo es relevante para establecer a qué fue coercionado.  

Thomas Pogge ha señalado que la forma de evaluar esquemas institucionales –en 

analogía con el modo de evaluar conductas- puede ser también de índole deontológico o 

consecuencialista. Si a la hora de evaluar esquemas institucionales concedemos más peso a 

lo que el esquema establece que a aquellas consecuencias que previsiblemente engendra 

estamos en presencia de un enfoque deontológico, de lo contrario el enfoque es 

consecuencialista (Pogge 1989: 36-47). Prestar atención al primer rasgo institucional –lo 

que efectivamente establece- es análogo a conceder relevancia a las intenciones 

individuales. Prestar atención al segundo rasgo institucional –aquello que el esquema no 

establece expresamente pero efectivamente engendra- es análogo a conceder relevancia a 

las consecuencias previsibles de una conducta individual. 

Con estas precisiones a mano es posible comprender en qué consiste el carácter 

coercitivo de un esquema institucional. Al igual que con las conductas individuales, a la 

hora de establecer quiénes son los sujetos sobre los que recae la coerción debe adoptarse un 

enfoque deontológico, mientras que para establecer a qué han sido coaccionados los sujetos 

es necesario adoptar un enfoque consecuencialista. Es decir, para determinar quienes son 



los sujetos sobre los que recae la coerción hay que prestar atención a quienes el esquema 

institucional efectivamente establece como destinatarios. Para determinar a qué han sido 

coercionados tales sujetos es necesario prestar atención no sólo a las consecuencias que el 

esquema institucional efectivamente establece sino a aquellas que previsiblemente 

engendra.  

Un ejemplo puede aquí ser de ayuda. Imaginemos un esquema institucional cuyas 

reglas establecen que sus destinatarios son los individuos que habitan un determinado 

territorio. Supongamos adicionalmente que estas reglas establecen que la propiedad sólo 

puede ser adquirida por posesión original o por una cadena de transferencias voluntarias 

cuyo origen es el poseedor originario. Como dato adicional supongamos que una 

consecuencia previsible de este esquema consiste en que algunos individuos a los que estas 

reglas establecen como destinatarios se queden sin ninguna propiedad, esto es, se vean 

reducidos a la pobreza.  

Para determinar quienes son los sujetos sometidos a coerción, es necesario prestar 

atención a quienes las reglas establecen como destinatarios. Esto es, debe prestarse atención 

al ámbito de aplicación establecido efectivamente por el esquema institucional. En el caso 

del ejemplo, los sujetos sometidos a coerción serán sólo aquellos que habitan el territorio en 

cuestión. Para determinar a qué han sido coercionados, es necesario prestar atención no 

sólo a las consecuencias establecidas por las reglas –que se adquiera la propiedad sólo por 

posesión y transferencia voluntaria- sino también a las consecuencias engendradas, esto es, 

que algunos individuos sean reducidos a la pobreza. Si nos concentramos en estos últimos 

diremos que han sido coaccionados –porque estaban incluidos en los destinatarios 

establecidos por la norma- y que han sido coaccionados a vivir en un estado de pobreza –

porque éste ha sido un efecto engendrado de tal esquema institucional-. 

Espero que a esta altura sea clara la razón por la que sólo los que habitan el ámbito 

territorial de un Estado son sujetos de coacción de su esquema institucional. El esquema 

institucional –las reglas que definen la propiedad, la constitución, las que organizan la 

actividad económica, etc.- establecen como destinatarios sólo a los que habitan dentro del 

territorio estatal. El hecho de que este esquema institucional engendre efectos no 

establecidos efectivamente por el mismo en otros individuos distintos de los ciudadanos del 

Estado no es razón alguna para sostener que están siendo coercionados. De este modo el 



hecho que las normas laborales de un Estado que establecen como destinatarios a quienes 

habitan su territorio engendren, como una consecuencia, que aquellos a quienes no se 

aplican –esto es los trabajadores extranjeros- sufran algún perjuicio, no es suficiente para 

establecer que estos últimos están siendo coercionados por el esquema institucional estatal. 

Que un individuo –a quien una regla institucional no establece como destinatario- sufra una 

consecuencia no consentida engendrada por dicha regla no lo transforma en un sujeto de 

coerción. 

A pesar de haber refinado la noción de coerción es claro que todavía siguen 

existiendo problemas para la explicación brindada por Blake. Si el esquema institucional 

contiene reglas que establecen como destinatarios a los extranjeros –se sostiene que este es 

el caso básicamente de las reglas referidas a la regulación de la inmigración- tales 

extranjeros estarían siendo coercionados y, por tanto, debería brindárseles –según Blake- 

una justificación en términos de justicia.  

Creo que aunque las reglas que regulan la inmigración tienen por destinatarios a 

extranjeros, no es el caso que el Estado esté ejercitando coerción sobre ellos. Para ver las 

razones por las que esto es así es necesario introducir algunas precisiones sobre la noción 

de coerción. Para que un esquema institucional sea coercitivo debe imponerse sobre los 

individuos por la fuerza o haciendo amenaza del uso de la fuerza. No obstante, no toda 

utilización o amenaza de uso de la fuerza implica coerción. La coerción está caracterizada 

por un elemento normativo que consiste en transgredir los límites que impone la autonomía 

individual. De este modo, si alguien –por ejemplo- pretende por la fuerza obligarme a hacer 

algo y en uso de mi derecho de autonomía me resisto por la fuerza a hacerlo, sería extraño 

decir que lo he coercionado aunque sin duda he hecho uso de la fuerza. No obstante tendría 

pleno sentido señalar que el intentó coercionarme –ya que existió utilización de la fuerza en 

violación de mi autonomía- a hacer algo. 

En el caso de las normas que tienen por destinatario al inmigrante existe amenaza 

del uso de la fuerza pero no existe coacción debido a que tal amenaza no transgredí las 

restricciones que impone su autonomía personal. El inmigrante es alguien que pretende 

ingresar al seno de un esquema coercitivo donde todos los que de él forman parte se hacen 

unos a otros algo, se aplican coercitivamente ciertas instituciones. De este modo el 

inmigrante pretende que otros hagan algo en relación con él, pretende que le apliquen 



coercitivamente ciertas instituciones. Por supuesto que, en base a las restricciones fundadas 

en su autonomía, estos pueden negarse a hacerlo –negarse a admitirlo a tal práctica 

coercitiva- o pueden imponerle ciertos requisitos. Tal negativa o tales requisitos pueden ser 

respaldados por el uso de la fuerza sin que esto implique coerción, toda vez que no vulnera 

la autonomía de quien pretende exigir determinado comportamiento por parte de otros. El 

inmigrante pretende que otros se comporten de determinado modo en relación con él, la 

negativa de estos a hacerlo –o la imposición de condiciones- utilizando para ello la fuerza 

no implica coerción en tanto se encuentra fundada en la autonomía. Puesto de modo más 

claro, si el inmigrante pretende ingresar por la fuerza dentro del territorio estatal –obligando 

a los ciudadanos del Estado a aplicarle ciertas reglas institucionales- y estos se resisten 

utilizando la fuerza, no existe violación de su autonomía. No se le está imponiendo cierta 

conducta o cierto estado de cosas con independencia de su voluntad, sino que por la fuerza 

se está impidiendo que él imponga sobre otros su voluntad de que realicen ciertas 

conductas. El inmigrante, entonces, no es un sujeto de coerción estatal.14       

Lo expresado sirve para mostrar que uno podría refinar el concepto de sujeto de 

coerción de modo de evitar algunas de las críticas que podrían formulársele en relación con 

que el test de membresía no sólo es satisfecho por los connacionales sino también por los 

extranjeros.  

No obstante, mi discrepancia con Blake –como he señalado- no radica en el modo 

en que aplica su test de membresía sino en el modo en que lo configura. Básicamente, no 

considero que ser sujeto de la coerción sea condición suficiente para pertenecer al conjunto 

de individuos en relación con los cuales ofrecer una justificación en términos de justicia 

distributiva es debido. Dicho de otro modo, ofrecer una justificación basada en la equidad –

modelada en el consentimiento hipotético brindado detrás de un velo de ignorancia espeso- 

no es una exigencia que se tenga en relación con aquellos que están siendo coercionados. 

                                                
14 El in migran te que por  l a fuer za in ten ta ingr esa al  s eno  de l Estado  pre tende coer c ion ar  
a los  m iembros  de  la  prác tica coer c i tiv a a imponer le idén t ico  tér minos qu e e l los  
mismo s.  Algu ien  podr ía s eña lar  qu e es to  b as ta para  con st i tu ir  el  v ín cu lo  d e membresía  
relev ante ,  puesto  qu e ahor a ex is t ir ía coacción  d esd e e l in migran te hac ia los  m iembro s  
del Es tado . Sin  embargo , aun  s i  s e acep tase que ex is te  co acc ión  por  p ar te d el  
inmigr ante ,  e l  v íncu lo  coer c i tivo  r e lev an te no  estar ía conf igurado  pu es to  qu e lo  qu e s e  
ex ig e es  co er ción  r ec ípro ca .  E l inmigr ante co er cion ar ía m ien tr as  que los  m iembro s de l  
Es tado  u t il i za r ían  la fu erza p ara r epe ler  l a coe rción  p ero ,  en  tan to  no  vuln er ar ían  la s  
res tr icc iones qu e surg en  d e la au tonomía d e l in migran te,  no  lo  es tar ían  co erc ion ando.    



Para ver las razones de tal afirmación es útil volver a lo que nuestro anterior análisis 

de la coacción nos ha dejado como resultado. Alguien ejerce coacción sobre otro cuando 

pretende reemplazar su voluntad. A los efectos de determinar si ha existido una vulneración 

de la autonomía es irrelevante si la voluntad que pretende imponerse es la correcta o no. 

Dicho de otro modo, el hecho de que alguien me obligue a realizar algo correcto no vuelve 

a su conducta menos lesiva de mi autonomía. Tener derecho a la autonomía implica tener 

derecho aun a equivocarme.  

La afrenta moral que implica la coerción radica en la imposición a un sujeto de una 

decisión ajena no la imposición de una decisión incorrecta. Si esto es así, la exigencia que 

la coerción ocasiona no es que la voluntad impuesta coercitivamente sea justificada como 

correcta sino que sea justificada como propia de aquellos individuos sobre los que se 

impone. Cuando la decisión coercitiva es propia de los individuos sobre los que recae la 

coerción está justificada.  

Dado que lo relevante es que la decisión coercitiva sea propia de los miembros de la 

comunidad política y, dado que una decisión propia puede ser incorrecta, las exigencias de 

justificación fundadas en la coacción no pueden ser las exigencias de justicia. Las 

exigencias de justicia garantizan que los términos coercitivos sean correctos, no que sean 

propios de los sujetos de coerción. Prueba de que las exigencias morales que Blake funda 

en la coerción no dan cuenta de nuestras intuiciones es que su concepción vuelve imposible 

a nivel colectivo una situación que a nivel personal nos parece completamente plausible, 

esto es, que una decisión no vulnera la autonomía –por ser propia- y sin embargo sea 

injusta o incorrecta. El error de Blake reside en no advertir que la exigencia moral que se 

sigue de la imposición de decisiones coercitivas es la de justificarlas de modo que 

aparezcan como propias de aquellos sobre quienes recaen, en lugar de la exigencia de 

justificar su contenido como justo. 

El error señalado hace que el argumento ofrecido por Blake aparezca como 

infundado. ¿Por qué el consentimiento hipotético debería darse en una situación de la que 

hubiesen sido removidas todas las características que fuesen moralmente irrelevantes? Si 

las decisiones estatales coactivas están justificadas cuando son propias del ciudadano sobre 

el que recaen, esta exigencia parece excesiva. La razón de ello es que para considerar que 

algunas decisiones son mías no es necesario que las haya tomado a partir de razones que 



aparezcan como moralmente inobjetables –desde el punto de vista de la justicia- sino que 

las haya tomado a partir de razones que me pertenecen. Por este motivo es que tiene sentido 

señalar que he tomado decisiones moralmente equivocadas, sin que dejen por esto de ser 

mías. En otras palabras, un velo de ignorancia espeso aparece en el esquema de Blake como 

injustificado para hacer frente a las exigencias morales surgidas de la coerción.15  

Si de lo que se trata es de que las decisiones estatales coercitivas puedan ser vistas 

como propias de los ciudadanos sobre los que recaen, es necesario que no se elimine de la 

situación hipotética de elección las opiniones o razones que estos efectivamente pueden 

tener, aunque sean moralmente erróneas o infundadas. De lo que se trata es de determinar 

que la coerción ha sido ejercida a partir de criterios que pueden ser vistos como propios por 

los ciudadanos, no a partir de criterios correctos. La situación hipotética de elección debería 

ser diseñada de modo que los principios que allí se obtuviesen se encontrasen fundados en 

consideraciones que los ciudadanos –dada las creencias morales que efectivamente poseen- 

pudiesen considerar como razones.   

Finalmente, una decisión coercitiva es propia de aquellos sobre quienes recae 

cuando estos han tenido la posibilidad de participar en la elaboración de las mismas. La 

                                                
15 La po sic ión  def end ida por  Blake e jemp lif ica acab adamen te e l  er ror  que lo s  
comun i tar i s tas  imputan  a los  p ensadores  l ib e rales .  En  e fec to ,  a lgunos p ensadores  
l ib er a les  pasan  comp letamen te por  a lto  qu e e l  ind iv iduo –co mo ag en te mor al-  es  un  
su je to  s i tu ado  en  una d e ter minad a cu l tura .  La cu l tur a e s  l a fuen te d e l l engua je y  los  
valor es  mora les .  
La  reacc ión  qu e es te t ipo  de  ac t itud  “abs tr ac ta” h a g ener ado  h a s ido  la propu es ta por  
par te d e lo s  co mun itar is tas  d e una mora l idad  co mple tamente loca lizada y  p ar cia l.  Tr es  
vers iones con tempor áneas  de  es ta  pos ición  pued en  en contr arse  en  MacIn tyr e  
(1981,1984) ,  Walzer  (1983)  y  Tamir  (1993) .  Los dos pr imero s,  d e l hecho qu e la  
mora l idad  es  un a prác tica lo cal izad a – las  reg las  y  valor es  mo ra les  son  aprend idos en  e l  
seno  d e una comun id ad-  con c luyen  qu e la comun idad  d eb e s er  preserv ad a y  que es to ,  en  
ú lt ima  in s tan c ia ,  jus t if i ca la  ex is tenc ia d e d eb eres  mora les  d if eren c iado s en  r elación  
con  sus miembro s.  Es decir ,  e l  car ác ter  lo ca l de la práct ica mora l e s  u t il i zado  p ara  
jus t if i car  e l  carác ter  p ar cia l d el con ten ido  d e  sus r eg las .  Tamir ,  por  su  par te,  h ace  
h incap ié  en  la  impor tanc ia d e la cu ltur a p ar a conf igura r  la  iden t idad  pe rson al .  No se  
tra ta,  como en  e l caso  an ter ior ,  de qu e la id en tidad  cu ltur a l s ea un  requ is i to  par a ten er  
una mora l idad  s ino  d e qu e la pr eservac ión  d e la  cu l tur a es  una  empresa  que  posee  va lor  
mora l .  No ob stan te,  l a  conc lus ión  es  s im i lar  a l a d e MacIn t iyr e y  Walzer .  E l modo  de  
preservar  nu es tra comun id ad  cu l tur a l es  organ izarnos co mo una co munid ad  pol í t ica y  el  
man tenimien to  de es ta ex ige d eber es  mora les  d if eren c iado s en  re lación  con  sus  
miembros .    
Aunque creo  que  la pr eo cupac ión  d e lo s  comun itar is tas  por  l a in cid en cia d e la cu l tur a  
sobre la mor a l idad  es  v a l iosa y  g enuin a ,  con sid e ro  que la s  conc lus ion es qu e a pa r t ir  d e  
al l í  ex traen  son  inco rrec tas .  E l argu men to  qu e o frecer é – a d if eren c ia  de  Blak e-  in ten ta  
dar  cabid a  a  e s ta  pr eocup ac ión  aunqu e  ev i tando  sus conc lus ion es .  



elección de los principios que establecerán el modo en que dichas decisiones van a ser 

adoptadas tiene que ser sensible a las creencias morales que los sujetos de coerción 

efectivamente poseen y no a las creencias morales justas o correctas. Por tanto, el hecho de 

la coacción engendra exigencias de participación en la toma de decisiones colectivas, 

exigencias de legitimidad, y no –como erróneamente sostiene Blake– de justicia. Cuando 

esta exigencia es satisfecha, y los individuos participan de la toma de decisiones que 

configuran la estructura básica que coercitivamente se les aplica, aparece el poder político 

como poder colectivo.16 

 

3- Nagel: Asociativismo político, aceptación y justicia. 

Una fundamentación asociativista de las exigencias de justicia alternativa a la de 

Blake ha sido expuesta recientemente por Thomas Nagel (2005).17 Al igual que Blake, 

Nagel –en tanto asociativista político- considera que las exigencias de justicia distributiva 

sólo tienen cabida entre quienes comparten la misma membresía política. Es decir, piensa 

que las exigencias de justicia distributiva fundadas en la equidad sólo tienen cabida en el 

seno de una comunidad política. Señala Nagel caracterizando el asociativismo político en 

materia de justicia distributiva: 

“...sovereign status are not merely instruments for realizing the preinstitutional 

value of justice among human beings. Instead, their existence is precisely what 

gives the value of justice its application, by putting the fellow citizens of a 

sovereign state into a relation that they do not have with the rest of humanity, an 

institutional relation which must then be evaluated by the special standards of 

fairness and equality that fill out the content of justice.” (Nagel, 2005: p.120) 

   La idea básica de Nagel es la siguiente. Las instituciones estatales –que equivalen a 

la estructura básica rawlsiana- crean y distribuyen ventajas y desventajas. Estas ventajas o 

desventajas configuran las perspectivas de vida de los individuos y les son atribuidas en 

base al hecho arbitrario e involuntario de haber nacido en el seno de esa específica 

                                                
16 Desarro l laré  es te  pun to  con  mayor  ex ten s ión  en  el  apar tado  4 .  
17 Ref ir iéndose a la s  d if er enc ias  en tr e su  prop ia posic ión  y  la de Blak e s eña la Nag e l :  
“ . . .Mich ae l Blak e d efend s v ery  s im ilar  mor al  conc lus ion s –sp ecif ica l ly  th a t al though  
abso lu te d epr iv at ion  is  an  in terna t ion al  con cern ,  rela t ive  depr iv at ion  is  no .  But  he b ases  
h is  argu ment  on  th e r ath er  d if f er en t ground  of  au tono my and  wha t  i s  h end ed  to  jus t ify  
coer c ion .”  (N age l,  2005 : p .126 ,n .11)  



comunidad política. Sin embargo, no puede ser este profundo efecto ni el hecho de no haber 

sido consentido lo que provoque que estas tengan que ser justificadas fundándose en la 

equidad y la justicia ya que, señala Nagel, existen distinciones extrasocietales que producen 

un efecto igualmente profundo en la configuración de los individuos y que no originan 

iguales exigencias morales de justificación en base a consideraciones de equidad y justicia. 

(Nagel, 2005: p.128) 

La raíz de la exigencia de justificar en base a consideraciones de justicia y equidad, 

por el contrario, se encuentra en el rol dual que cada miembro de la comunidad política 

juega dentro de esta: a) como alguien sujeto a las decisiones autoritativas coercitivas y b) 

como alguien que es considerado autor de dichas decisiones autoritativas, en el sentido que 

dichas decisiones son tomadas “en su nombre”. Afirma Nagel:  

“I submit that it is this complex fact –that we are both putative joint authors of the 

coercively imposed system, and subject to its norms, i.e., expected to accept their 

authority even when the collective decision diverges from our personal preferences- 

that creates the special presumption against arbitrary inequalities in our treatment by 

the system.” (Nagel, 2005: 128-129) 

 Por último, el paso final del argumento es el siguiente. Dado que somos autores –en 

tanto son tomadas “en nuestro nombre”- de decisiones coercitivas que se imponen sobre 

nuestros conciudadanos y dado que estas decisiones no sólo aspiran a ser obedecidas sino 

aceptadas por sus destinatarios, estos pueden exigir que justifiquemos las mismas en base a 

criterios que sean por ellos aceptables. Adicionalmente, y puesto que todos somos, a la vez 

de autores, destinatarios de dichas decisiones coercitivas –de los cuales se requiere 

aceptación- estas deben ser adoptadas en base a criterios que sean aceptables por todos.  

Finalmente, la existencia de estas exigencias de justificación recíproca conduce a la 

exigencia de una justificación unánimemente aceptable y esto, a su vez, conduce a las 

exigencias de justificación en base a la justicia distributiva y la equidad. A la pregunta, ¿por 

qué debe importar el nivel relativo de recursos que tienen distintos individuos? La respuesta 

sería, que se exige que el criterio para adjudicar recursos sea aceptable por ellos. Puesto que 

donde existe conflicto de intereses –como sucede a la hora de repartir recursos- es 

imposible encontrar criterios de reparto que sean completamente aceptables para todos, lo 

que más se acerca a la unanimidad es encontrar los criterios que sean lo menos inaceptables 



para quienes son menos aceptables. Esta, en opinión de Nagel, sería la justificación de las 

exigencias de justicia distributiva. (Nagel, 1979:  123) 

 En síntesis, la distribución coercitiva de cargas y beneficios debe ser equitativa, 

esto es justificada en base a criterios de justicia distributiva, porque debe ser aceptable por 

todos, aun por quienes reciben la porción menor. Debe ser justificable ante todos porque en 

tanto destinatarios de estas decisiones coercitivas que exigen aceptación y no sólo 

obediencia, todos tenemos derechos a exigir de todos –en tanto autores de dichas decisiones 

adoptadas en “nuestro nombre”- una justificación que sea aceptable. 

Puesto en términos concretos. ¿El nivel relativo de recursos que poseen qué 

individuos debe preocuparme? Sólo el de aquellos individuos a los que debo brindarles una 

justificación de tal distribución que sea por ellos aceptables. ¿A quienes les debo tal 

justificación? Sólo a aquellos individuos con quienes habito en un esquema institucional 

que impone decisiones coercitivas “en nuestro nombre” –que configuran un patrón de 

distribución- y que exigen no sólo obediencia sino aceptación.  

El argumento ofrecido por Nagel contiene algunos puntos oscuros que deben ser 

aclarados antes de su evaluación. El primero, está vinculado con la noción de imponer 

decisiones coercitivas “en nombre de” los ciudadanos. ¿Qué significa para Nagel este “en 

nombre de”? El problema viene dado por lo siguiente. Dado que imponer una decisión “en 

mi nombre” me constituye en su autor y dado que es como destinatario que se requiere mi  

aceptación, lo primero no puede ser equiparable a lo segundo. Imponer una decisión “en mi 

nombre” no puede ser equivalente a requerirme aceptarla. De otro modo los dos roles que 

Nagel atribuye a los ciudadanos, autores y destinatarios de las decisiones coercitivas, 

colapsan en uno. Sin embargo, precisamente esto es lo que Nagel parece hacer cuando 

refiriéndose a un régimen colonial, señala: 

“..I think it can be said that if a colonial or occupying power claims political 

authority over a population, it purports not to rule by force alone. It is providing and 

enforcing a system of law that those subject to it are expected to uphold as 

participants, and which is intended to serve their interests even if they are not its 

legislators. Since their normative engagement is required, there is a sense in which 

it is being imposed in their name.” (Nagel, 2005: p. 129, n.14)   

Equiparando explícitamente ambas nociones, sostiene: 



“...Immigration policies are simple enforced against the nationals of other status; the 

laws are not imposed in their name, nor are they asked to accept and uphold those 

laws…” (Nagel, 2005: p.129-130)  

El segundo problema se encuentra vinculado con la vinculación que Nagel establece 

entre la aplicabilidad de las exigencias de justicia y el hecho de que las decisiones 

coercitivas adoptadas por la autoridad pretendan no sólo obediencia por parte de los 

ciudadanos sino también aceptación.  

Julius, ha presentado la siguiente objeción a esta exigencia. Si quien ejercita el 

poder sólo pretende que los destinatarios de sus decisiones se comporten de acuerdo a ellas 

–esto es no pretenden que estas sean aceptadas- entonces la exigencia de brindar razones y 

por ende de justificar sus acciones en términos de justicia no se le aplican. Si no se exige 

aceptación, entonces tampoco se requiere justificación. 

Julius analiza dos modos en que podría evitarse que quien ejercita el poder se 

eximiera de la obligación de brindar justificaciones en términos de justicia distributiva –de 

acuerdo a la tesis de Nagel- simplemente por sólo pretender coaccionar. La primera 

alternativa, es dar por sentado que los ciudadanos creen que deben aceptar los términos que 

organizan su vida en común. Si quien ejerce el poder, sabe de esta creencia y pretende 

modificar estos términos, entonces –con independencia de que pretenda que estos sean 

aceptados- debería justificar los mismos de modo que fuesen aceptables para los 

destinatarios. La segunda alternativa, es considerar que la exigencia de brindar razones se 

encuentra fundada en el mero ejercicio de la coacción con total independencia de que se 

pretenda o no aceptación. (Julius, 2006: p.180-181) 

Ambas soluciones son insatisfactorias para rescatar la posición de Nagel. La 

primera, porque en una tiranía –en la que ni los ciudadanos creen que hay razones morales 

para aceptar ni los funcionarios exigen aceptación- la concepción defendida por Nagel no 

podría ver ninguna injusticia. En opinión de Julius, en el caso de la tiranía obviamente 

existe algo moralmente incorrecto de lo cual Nagel no puede dar cuenta.18 La segunda, 

                                                
18 Ju l ius  sos t ien e qu e N age l no  pu ed e af ir mar  n i q ue en  d ich a s itu ac ión  de t ir an ía s e es tá  
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Mayb e th at is  con trov ers ia l .  Her e i s  ano ther  observa t ion  th a t does no t depend on  i t .  Th e  



porque al fundar las exigencias de justicia en la mera existencia de coacción y al no ofrecer 

un argumento para distinguir las medidas coactivas adoptadas dentro del seno de un Estado 

de aquellas adoptadas más allá de las fronteras estatales, no puede mantener su posición 

que confina las exigencias de justicia distributiva al seno de las organizaciones estatales.19 

Como es claro, el segundo modo de reconstruir la posición de Nagel la reconduce a la 

posición defendida por Blake y la vuelve pasible de las mismas críticas. 

El tercer problema no radica –a diferencia de los dos anteriores- en qué 

consideraciones fundan la exigencia de brindar razones aceptables por los destinatarios de 

las decisiones autoritativas, sino en qué contenido tienen dichas exigencias. Aun 

concediendo que –sea por ejercitar el poder “en nombre” de los destinatarios, por pretender 

su aceptación, etc.- las decisiones autoritativas deben ser justificadas en base a razones 

aceptables por aquellos sobre quienes recaen, no se sigue que estas exigencias de 

justificación deban ser exigencias de justicia distributiva.  

La razón por la que ello es así es similar a la ofrecida en ocasión de criticar el 

argumento de Blake. Las exigencias de justicia distributiva se siguen de la necesidad de 

ofrecer una justificación que sea aceptable por todos los involucrados en tanto libres e 

iguales. El argumento ofrecido por Nagel justifica el primero de estos extremos pero no el 

segundo. Sirve para justificar porqué quienes forman parte de una misma comunidad 

política, por estar sujetos a una autoridad que actúa “en su nombre” y requiere no sólo 

obediencia sino aceptación, se deben ofrecer justificaciones; pero no sirve para justificar 

porqué estas justificaciones deben ser aceptables para esos sujetos en tanto considerados 

libres e iguales. Es decir, pueden brindarse justificaciones que sean aceptables para los 

individuos a los que se aplican las decisiones autoritativas que sean aceptables para ellos, 

dado los sujetos particulares que son, esto es, dada su religión, sexo, dotes naturales, etc. 

Sin embargo, la exigencia de esta justificación no logra fundar las exigencias de justicia. En 

términos rawlsianos, no logra explicar porqué a las justificaciones que deben brindarse 

                                                                                                                                               
ty ran t is  impos ing  on  h is  p eople a for m of  in ter ac t ion  –a s erv i tud e th a t sacr if ices  the ir  
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d iv id ing  our  mor a l a tt en tion  b etween sever a l k inas of  co erc iv e ly  regu la ted  in ter act ion ,  
leads to  an  asso cia t ive v iew of  ju s tice on  wich  the jus t ice re la tion  runs acro ss  s ta tu s  as  
we ll  as  w ith in  th em. . . ”  (Ju liu s ,  2006 : p .187)  



recíprocamente se aplica la concepción normativa de persona libre e igual, y las exigencias 

de justicia distributiva que sobre ella se fundan.  

Dicho de otro modo, el argumento ofrecido por Nagel alcanza, a lo sumo, para 

justificar porqué las instituciones que son impuestas “en nuestro” nombre deben ser 

justificadas frente a todos nosotros, pero no logra explicar por qué razón los términos en los 

que esta justificación debe ser ofrecida son términos de justicia distributiva, esto es, 

términos que serían aceptables para todos nosotros en tanto libres e iguales. 

Pienso que de los tres problemas que presenta la concepción ofrecida por Nagel, hay 

algo que puede aprenderse. En relación con el primero, más allá de las ambigüedades en la 

exposición, considero que el hecho de que una decisión autoritativa sea tomada “en nuestro 

nombre”, hace referencia a que ciertas exigencias de participación política hayan sido 

satisfechas. En mi opinión, Nagel ha tenido el enorme mérito de advertir que el vínculo de 

membresía política –relevante para que sean aplicables las exigencias de justicia 

distributivas- tiene un componente referido al autogobierno o –como él señala- a la 

“autoría” de las decisiones coercitivas. Su error ha radicado aquí, en no acertar con las 

condiciones que deben satisfacerse para que las exigencias de autogobierno se encuentren 

satisfechas y de allí su extraña conclusión sobre la existencia de autogobierno en una 

colonia con la única condición de que el sistema institucional pretenda satisfacer los 

intereses de los habitantes de la misma, aunque se encuentre impuesto por la potencia 

imperialista y en cuya configuración sus destinatarios no participen en modo alguno. 

Para mostrar acabadamente en donde radica el problema de la concepción de Nagel 

–en este respecto- es necesario abordar el mismo tema al que nos llevó el tratamiento de la 

posición de Blake: qué implica participar en la toma de decisiones colectivas. A tratar este 

problema dedicaré el apartado siguiente. 

El segundo problema, en mi opinión, permite extraer dos conclusiones. La objeción 

que Julius formula en base al caso del tirano que no pretende aceptación sino sólo sumisión 

es interesante por la siguiente cuestión. Si uno pretende defender una posición asociativista, 

convergen aquí dos intuiciones morales que parecen dirigirse en sentido contrapuesto. La 

primera, es que nos resistimos a considerar que en tal situación existe una comunidad 

política. Nos resistimos a pensar que el vínculo político relevante en que se fundan las 

exigencias de justicia distributiva se encuentra configurado. Esto trae aparejado que tal 



situación no puede ser criticada como moralmente incorrecta a partir de parámetros de 

justicia. Sin embargo, esta conclusión entra en conflicto con nuestra intuición de que 

efectivamente en esta situación algo moralmente incorrecto está siendo llevado adelante. Lo 

que se necesita, entonces, es una concepción política de la justicia que tenga los dobleces 

necesarios para hacer las dos cosas a la vez: criticar a la tiranía como moralmente 

incorrecta sin hacerlo en base a consideraciones de justicia, albergando de este modo 

nuestra intuición de que allí no existe una genuina comunidad política.  

La segunda conclusión que los problemas denunciados por Julius permite extraer, es 

que la exigencia de brindar justificaciones aceptables para aquellos sobre quienes recaen 

decisiones coercitivas no puede encontrarse supeditada ni a que la autoridad pretenda 

aceptación ni a que los destinatarios crean que deben aceptar. Debe encontrarse una razón 

que funde la exigencia de brindar justificaciones en términos aceptables que permita 

explicar porqué en casos como el de la tiranía, tal exigencia sigue en pié. En relación con 

este punto pienso que Blake lleva razón y que tales exigencias morales –aunque no son 

exigencias de justicia distributiva como erróneamente piensa- se originan en la coacción. 

Lo que  impide que la concepción de Nagel dé cuenta de le incorrección moral presente en 

la tiranía o en el régimen colonial es su falta de atención al fenómeno de la coacción. En mi 

opinión la coacción –con independencia de si es ejercida o no con pretensiones de 

aceptación y de si los ciudadanos creen o no que deben aceptar- engendra las exigencias 

morales de auto-gobierno, que sólo son satisfechas si los ciudadanos participan en la toma 

de decisiones colectivas. Para utilizar la terminología de Nagel, el hecho de que estemos 

sujetos a un mismo centro de poder coercitivo es lo que funda la exigencia de que dicha 

coerción sea ejercitada en “nuestro nombre”. A su vez, esta exigencia es satisfecha –y la 

coerción es ejercitada en “nuestro nombre”- cuando aquellos sobre quienes recaen las 

medidas coercitivas han participado en su elaboración. Como he señalado, a determinar en 

qué consiste participar en la toma de decisiones colectivas dedicaré el apartado siguiente. 

Finalmente, el tercer problema del argumento ofrecido por Nagel muestra el tipo de 

exigencias morales que un vínculo asociativo debe provocar para ser considerado 

fundamento del especial tipo de justificación que los involucrados se deben en términos de 

justicia distributiva. No sólo debe fundar que se deban recíprocamente justificaciones 

aceptables, sino además que sean aceptables por todos en tanto libres e iguales, esto es, con 



independencia de sus diferencias de carácter, talentos, condición social, etc. Rawls –como 

he señalado- pensaba que esta razón debía buscarse en la profunda influencia que sobre 

estos rasgos individuales tenían las instituciones que se imponían sobre los ciudadanos 

coercitivamente. De ser esto cierto, la raíz de la falencia en el argumento nuevamente 

radicaría en no haber prestado atención suficiente al fenómeno de la coacción. A explorar 

este modo de completar el argumento de Nagel dedicaré la sección 5 del presente trabajo. 

 

4- Las exigencias de participación política. 

En lo que sigue me centraré en responder la pregunta a la que nos han conducido los 

apartados anteriores: ¿Qué implica participar en una toma de decisión colectiva de índole 

político? Formulada de otro modo: ¿Cuáles son las exigencias vinculadas con la 

participación política que se siguen de la coacción? O formulada aun de otro modo: ¿Qué 

exigencias deben satisfacerse para que una decisión coercitiva sea propia de aquellos que 

se encuentran sujetos a ella?   

Una idea central en el pensamiento político, recogida por Nagel y antes por Beitz, 

ha sido la de que los ciudadanos ocupan como miembros de una comunidad dos roles. Son 

a la vez “autores” de las decisiones colectivas y los “sujetos” sobre quienes estas recaen20. 

En mi opinión, si bien es cierto que los ciudadanos poseen dos roles –como señala Nagel y 

Beitz- el que reviste relevancia a la hora de determinar si las decisiones políticas les 

pertenecen es el que ocupan como “autores”. Sin duda que examinar las decisiones 

colectivas desde el punto de vista de los “sujetos” es relevante, pero sólo para determinar si 

las decisiones han sido correctas o no en sus resultados, no para determinar de quién han 

sido o a quién puede atribuirse su autoría. 

Lo que se necesita entonces es establecer qué exigencias deben satisfacerse para 

poder afirmar que un esquema institucional trata a sus ciudadanos como “autores” de las 
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decisiones colectivas. O dicho de otro modo, qué exigencias deben satisfacerse para poder 

afirmar que una decisión colectiva es propia de un grupo de ciudadanos.  

Beitz ha identificado tres grupos de intereses vinculados con la ciudadanía: el 

interés en el reconocimiento, en el tratamiento equitativo y en la responsabilidad 

deliberativa. El primero de ellos se refiere a los efectos que sobre el status o identidad 

pública tiene el lugar que los procedimientos políticos de toma de decisión colectiva 

asignan a los individuos. Cuando una persona es excluida enteramente del acceso a 

cualquier rol público o cuando los roles en los procedimientos decisorios reflejan una 

creencia social que sostiene la inferioridad de un grupo, el interés en el reconocimiento 

que todos los ciudadanos tienen como “autores” de sus decisiones políticas no es 

satisfecho. Un procedimiento decisorio con estas características no trata a los ciudadanos 

como “autores” porque, señala Beitz: 

“...establish or reinforce the perception that some people’s interests deserve less 

respect or concern than those of others simple in virtue of their membership in one 

rather than another social or ascriptive group…” (Beitz, 1990: 110) 

 El segundo de estos intereses, el de ser tratado equitativamente, se encuentra 

vinculado al rol que los ciudadanos tienen como “sujetos” y no como “autores” y, por 

tanto, no tiene relevancia a la hora de determinar las exigencias de participación. De esto 

no se sigue que a los ciudadanos en tanto “sujetos” se les pueda dispensar cualquier trato. 

Por el contrario, ciertas medidas adoptadas en relación con los ciudadanos en tanto 

“sujetos” les impediría ocupar su rol de “autores”. Tal sería el caso de un sistema político 

que no les asegurase a sus ciudadanos los medios de subsistencia, o no garantizase la 

libertad religiosa y de pensamiento, así como la libertad de la ocupación forzosa y la 

esclavitud, o no les reconociese el derecho de propiedad. Sin duda que a cualquier 

ciudadano  –en tanto “sujeto” de las decisiones políticas- deben reconocérseles tales 

derechos, pero la razón de ello no radica en que de otro modo sería tratado como “sujeto” 

de las decisiones políticas de modo incorrecto (lo que por supuesto sería cierto) sino que 

de otro modo se vería impedido de cumplir su rol de “autor”. Sin estos derechos la idea 



misma de sistema político –como sistema de cooperación social- de cuyas decisiones son 

“autores” los ciudadanos carece de sentido21. 

Finalmente, dado que el tercer interés se encuentra vinculado a los dos roles 

desempeñados por los ciudadanos, sólo me concentraré a la porción que hace referencia a 

su rol de “autores”. En tanto tales, los ciudadanos tienen un interés en la responsabilidad 

deliberativa. Tienen interés en que la resolución de los asuntos políticos se haga en base a 

una deliberación pública suficientemente informada, donde sus opiniones o razones sean 

consideradas y responsablemente juzgadas. (Beitz, 1990: 113-117) 

Este tercer interés es satisfecho cuando las instituciones son lo suficientemente 

sensibles a las opiniones que sobre los asuntos públicos tienen los ciudadanos. Un sistema 

de toma de decisiones colectivas que no toma en consideración las opiniones de 

determinado grupo no satisface este interés en la responsabilidad deliberativa. 

Todo lo dicho hasta aquí parecería conducirnos a la conclusión de que sólo en un 

sistema democrático los intereses de reconocimiento y de responsabilidad deliberativa son 

satisfechos y que, en consecuencia, sólo aquí los ciudadanos son tratados como “autores”. 

Aunque esta es la posición defendida por el propio Beitz –a quien hasta aquí he seguido- 

creo que se trata de un error. 

La razón de ello radica en que adoptar un procedimiento de toma de decisiones 

democrático en algunas circunstancias puede vulnerar más que satisfacer el interés de los 

ciudadanos en el reconocimiento y la responsabilidad deliberativa.      

 Comencemos por el interés en la responsabilidad deliberativa. La idea que 

subyace a mi aseveración en contra de considerar a la democracia como única forma de 

satisfacer este interés es la siguiente. Un sujeto posee diversos tipos de razones relevantes 

a nivel político. Un conjunto de razones se refieren a cuál es el contenido que las 

decisiones colectivas particulares deberían tener. Así por ejemplo, si se debe decidir 

colectivamente sobre la realización o no de una obra pública -un puente- algunos tendrán 

razones a favor y otros en contra de tal emprendimiento. La satisfacción del interés en la 
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responsabilidad deliberativa exige que el procedimiento no impida que las opiniones de 

todos sean consideradas. Un segundo conjunto de razones no se refiere al mejor contenido 

de las decisiones colectivas sino a cuál es el modo correcto de tomar tales decisiones. Los 

individuos poseen, o pueden poseer, opiniones acerca de cómo los procedimientos de 

toma de decisión colectiva deberían estar organizados para ser correctos. El objeto de 

estas razones no es el contenido de las decisiones colectivas -si el puente debe o no ser 

construido- sino los criterios que sirven para evaluar el procedimiento decisorio -si la 

decisión debe tomarse por votación o no, por mayoría simple o calificada, etc-.  

 Ahora bien, si los ciudadanos pueden poseer razones de los dos tipos señalados 

existen dos modos en que el interés deliberativo puede ser vulnerado: por utilizar 

procedimientos de toma de decisión colectiva que impidan la consideración de algunas 

opiniones referidas al contenido de la decisión colectiva, o por utilizar procedimientos de 

toma de decisión colectiva que -aunque permitan que las opiniones de todos sean 

escuchadas- estén fundados en consideraciones que no puedan ser consideradas razones 

por los individuos en cuestión.      

 Para apreciar lo que quiero señalar imagínese que la decisión sobre la 

construcción del puente va a ser adoptada por un parlamento democrático. Los 

representantes han sido elegidos por voto directo, cada ciudadano ha tenido sólo un voto, 

la representación es proporcional, la decisión deberá ser tomada por mayoría de 

parlamentarios, etc. No existen impedimentos normativos para que la opinión de nadie -en 

relación con el puente- cuente. ¿Basta que esto se haya dado para afirmar que las 

opiniones políticas de todos los ciudadanos han sido consideradas y su interés en la 

responsabilidad deliberativa ha sido satisfecho? Creo que la respuesta debe ser negativa. 

Para ver la razón de tal afirmación basta modificar ligeramente el ejemplo anterior. 

Considere que la comunidad en cuestión es una de tipo islámica, que las personas se 

conciben a sí mismas como miembros de comunidades más pequeñas y que piensan que 

las voces que deben ser escuchadas en el proceso político no son las que expresan las 

opiniones de los individuos -considerados aisladamente- sino la de sus comunidades de 

pertenencia. Dada la cultura política de esta sociedad, es imposible que los individuos que 

en ella habitan consideren al sistema democrático -con su idea de “un hombre un voto” y 

su estipulación de que los representados son los individuos- como fundado en razones. 



Aunque el sistema de toma de decisiones no contiene impedimentos para que las 

opiniones de los ciudadanos referidas al contenido de las decisiones políticas sean 

consideradas, contiene un impedimento más profundo referido a sus opiniones y razones 

vinculadas a los procedimientos mismos de toma de decisiones colectivas.  

Lo señalado sirve para apreciar que la participación política posee dos niveles. 

Uno se refiere a las instituciones concretas que tiene la sociedad. Otro, más profundo, se 

refiere a los criterios para diseñar y evaluar estas instituciones. Participo en las 

instituciones políticas cuando las mismas son sensibles a mis opiniones. Si las reglas 

institucionales impiden que mis opiniones sobre la marcha de los asuntos públicos sean 

escuchadas, entonces mi interés en la responsabilidad deliberativa no está siendo 

satisfecho y por tanto no estoy siendo tratado como “autor” de las decisiones políticas. Si 

el procedimiento de toma de decisiones colectivas permite que mis opiniones cuenten, 

entonces permite mi participación política -a este primer nivel- y me considera “autor” de 

las mismas.   

 El segundo nivel de participación política no se refiere -como el anterior- a tomar 

parte en los procedimientos institucionales de toma de decisión colectiva, sino a la 

elaboración de los criterios que sirven para configurar y evaluar el esquema institucional 

mismo. En este segundo nivel -a diferencia del anterior- la participación no puede 

consistir en tomar parte efectiva en el procedimiento de elaboración de dichos criterios, 

porque estos criterios son los que sirven para evaluar cualquier procedimiento de 

elaboración. La única participación que puede darse aquí es a nivel de razones. He 

participado en la elaboración de los criterios, si las consideraciones que los justifican son 

aquellas que yo puedo considerar como razones.22 

                                                
22 No puedo detenerme en este asunto aquí porque me desviaría del objetivo del presente artículo, sin 
embargo unas pocas consideraciones pueden aclarar la idea. Considero que una consideración es una razón  
mía cuando es posible vincularla a las creencias,  compromisos, proyectos, valores, etc. que  actualmente 
poseo. Sólo en este caso, puedo afirmar que tengo una razón. La idea es semejante -aunque no idéntica- a la 
defendida por Bernard Williams (1981), por lo menos en una de sus interpretaciones. Williams sostiene que 
afirmar que un individuo tiene una razón implica afirmar que existe una “sound deliberative route” entre el 
conjunto motivacional S del individuo y la realización de determinado comportamiento. Análogamente en el 
texto sostengo que una consideración es una razón mía cuando puede ser vinculada mediante un proceso de 
deliberación correcta con algún componente subjetivo -que no necesariamente debe tener carácter 
motivacional- (creencias, valores, deseos, disposiciones de evaluación, etc.) que actualmente poseo. Algo es 
una razón mía cuando es posible para mí verla como una razón. Lo señalado en el texto es compatible con 
admitir que los individuos pueden modificar sus razones a través de lo que Scanlon denomina la 
“modificación reflexiva”. Sostener que una razón pertenece a un individuo cuando puede ser vinculada a 



 Cuando las instituciones, incluidos los procedimientos políticos para tomar 

decisiones colectivas, están organizadas en función de principios cuyas consideraciones 

justificatorias no pueden ser vistas como razones por mi, mis opiniones en este nivel no 

están siendo consideradas, mi interés en la responsabilidad deliberativa no es satisfecho y 

sus decisiones no me son propias.  

 Hasta aquí me he centrado en el interés en la responsabilidad deliberativa pero 

¿qué sucede con el interés en el reconocimiento? El interés en el reconocimiento 

encuentra su última justificación en el interés en ser reconocido por el sistema político al 

que pertenezco como un sujeto de razones. Cuando se impide a un individuo ocupar 

cualquier rol en el proceso de toma de decisiones colectivas tal cosa es ofensiva porque 

implica un juicio de valor negativo, un insulto. Implica considerarlo como un mero objeto 

de las decisiones políticas y no como un sujeto. De esto se sigue que este interés, al igual 

que el interés en la responsabilidad deliberativa, puede verse insatisfecho por no 

considerar las razones políticas que en los dos niveles que he distinguido poseen los 

ciudadanos. Sus razones referidas al contenido de las decisiones colectivas particulares y 

sus razones referidas al modo en que debería configurarse tal procedimiento decisorio. Si 

un ciudadano se encuentra impedido de juzgar como razones a las consideraciones que 

fundan los criterios que se utilizan para configurar y evaluar el diseño institucional, 

aunque éste sea sensible a sus razones referidas al contenido de las decisiones políticas, no 

esta siendo reconocido como un sujeto de razones, su interés en el reconocimiento no está 

siendo satisfecho y no está siendo tratado como “autor” por el sistema institucional. 

 De lo dicho se sigue que para que una decisión colectiva coercitiva sea propia de 

los ciudadanos a los que se aplica estos no tienen que encontrarse impedidos de juzgar 

como tales a las razones que justifican los procedimientos de toma de decisión colectiva. 

Dicho de modo general, debe ser posible que los ciudadanos puedan ver como razones 

propias, a las consideraciones en las que se fundan los criterios que sirven para configurar 

                                                                                                                                               
algún elemento subjetivo del mismo, no equivale a adoptar una posición quietista en relación con las razones. 
Las razones que nos pertenecen -aquellas que podemos llegar a reconocer como razones- pueden cambiar, 
pero sólo haciendo pie en algún componente subjetivo. El procedimiento a través del cual “...one decides 
what reasons one has, depend on the reactions that the person doing the deciding has or would have to the 
distinctions, examples, and analogies in question...” (Scanlon, 1998: 368)  Una razón no es mía cuando no es 
posible vincularla por deliberación con ningún componente subjetivo.  



y evaluar el diseño institucional. Si esta exigencia no se satisface, entonces no han sido 

tratados como “autores” de tal decisión la que no ha sido adoptada “en su nombre”.  

¿De qué depende que esta exigencia pueda ser satisfecha? ¿Qué es lo que posibilita 

que un conjunto de individuos pueda juzgar en común a una determinada consideración 

como una razón? Pienso que la respuesta debe buscarse en el hecho de que comparten una 

determinada cultura política pública. Cómo es obvio esto no equivale a señalar que el 

carácter de razón de una consideración le viene dado por una cultura, sino simplemente que 

el juicio sobre qué cuenta como una razón es relativo a un determinado ambiente cultural. 

Mientras más densa sea la cultura común, más posibilidades existirán de juzgar 

conjuntamente a determinadas consideraciones como razones propias. El modo de 

satisfacer la exigencia de participación política y la exigencia de tratar a los ciudadanos 

como “autores” de las decisiones colectivas dependerá de las características culturales que 

tenga la comunidad política. 

Para sintetizar lo señalado hasta aquí. Una decisión política es “propia” de un 

conjunto de ciudadanos cuando son tratados por el sistema institucional como “autores”. 

Esto se da cuando el procedimiento de toma de decisiones colectivas y el esquema 

institucional del cual forman parte satisface el interés en el reconocimiento, el interés en la 

responsabilidad deliberativa y les reconoce –en tanto “sujetos” de las decisiones políticas- 

aquellos derechos indispensables para cumplir su rol de “autores”. El modo de satisfacer 

estos dos intereses, a su vez, dependerá de la cultura política pública en la que se 

encuentren inmersos los ciudadanos en cuestión. Si en ella no se encuentra implícita la idea 

de ciudadanía libre e igual o, lo que es lo mismo, la concepción normativa de persona como 

libre e igual, el procedimiento de toma de decisiones colectivas no podrá ser el que se 

encuentra fundado en esta concepción normativa, esto es, no podrá ser democrático. Deberá 

ser uno que permita recoger las opiniones que los ciudadanos tienen respecto del contenido 

de las decisiones colectivas que se encuentre fundado en consideraciones que ellos –dada 

su cultura política- no se encuentren imposibilitados de considerar razones.  

La idea que subyace a lo señalado en el párrafo precedente es que existe una 

pluralidad de procedimientos de toma de decisión colectiva, esto es, distintos 

procedimientos por los cuales pueden considerarse las opiniones o razones que los 

individuos poseen sobre el contenido que las decisiones colectivas. Uno de estos 



procedimientos es el democrático con su idea de “un ciudadano un voto”. Pero existen 

otros, tal como el que se produce en una sociedad asociacionista o comunitarista en la que 

cada ciudadano pertenece a un grupo con el que comparte sus opiniones e intereses los 

cuales son tenidos en cuenta para adoptar decisiones colectivas, por ejemplo, por un 

método de consulta jerárquica23. Ambos procedimientos de toma de decisión colectiva se 

encuentran justificados a su vez en distintas consideraciones. Básicamente las 

consideraciones en las se fundan son distintas concepciones normativas de persona. Una es 

la concepción de persona como libre e igual y otra es la concepción comunitarista de 

persona constituida por su grupo de pertenencia. Por lo tanto, si una sociedad tiene 

implícita en su cultura política pública una concepción comuntiarista de persona, el 

procedimiento de toma de decisión colectiva mediante la consulta jerárquica –y no el 

procedimiento democrático- se encontrará fundado en consideraciones que todos aquellos a 

los que se aplican las normas jurídicas pueden considerar razones.  

Para poner en claro la idea, es necesario distinguir tres tipos de juicios. Un primer 

tipo se refiere al procedimiento de toma de decisiones utilizado por un determinado grupo 

social. Si este procedimiento es sensible a las opiniones  –vinculados con el contenido de 

las decisiones- de quienes van a ser objeto de las decisiones coercitivas a través de él 

adoptadas, entonces cuenta como un procedimiento de toma de decisiones colectivas. Este 

primer tipo de juicio no es sensible a la cultura ni a las opiniones que los involucrados 

tengan. Lo que se exige aquí, es que en alguna medida las opiniones o razones de todos los 

involucrados cuenten en el proceso de toma de decisión.24  

                                                
23 Es te mecanismo d e consu l ta jer árqu ica es  p resentado  por  Rawls al  mo men to  de  
descr ib ir  su  mode lo  d e soc iedad  no- lib er al  p ero  d ecen te( Raw ls ,  1999 : 64) .  En  mi  
opin ión ,  l a idea d e d ecen c ia  s e encu en tra  d ir ec tamente empar en tad a con  la no ción  de  
par t i c ipac ión  pol í t ica.  Una soc iedad  d ecen te e s  una en  la cu a l su s  c iud adano s s e au to-
gobiern an  o ,  d icho  d e o tro  modo, un a en  la q ue lo s  in ter eses  d e r econo c imiento ,  d e  
responsab i lid ad  de l iber a t iva  s e en cuen tr an  sa t isf echo s.  
24 Esto  p ermi te ex clu ir  los  s is temas qu e seg r egan  a l a hora d e to mar  d ec i s ion es  
co lect iv as  a un a porc ión  d e la pob lac ión ,  aun  s i  se encu en tra fund ado en  una con cep c ión  
de person a s egreg acion is ta que s e encu en tr a impl íci ta en  la cu l tura po lí t i ca púb lica.  
Es te  e s  e l  ún ico  modo  de  s a ti sf acer  los  in ter eses  qu e  lo s  ciud ad anos  t i enen  co mo  
“au tor es”.  Cons id erar  a es tos  s i s temas como mecan ismos d e to ma de d ec i s ión  co lect iv a  
imp l icar ía ten er  d ef eren c ia  por  la s  r azon es  q ue poseen  v incu ladas a cómo  deb er ía  
conf igur ar se e l  p ro ced imien to  d e toma d e d ec i s ión  p ero  imp l icar ía  no  ten er  d ef eren c ia  
por  la s  op in ion es qu e t ien en  en  re lac ión  a l co nten ido  d e la s  dec is ion es po lí t i cas .  E l  
ún ico  modo d e mos tr ar  d efer en cia en  r e lac ión  co n  los  dos n iv eles  de r azones qu e poseen  
es  a tr avés de un  s is tema de toma d e deci s iones co lect iv as  qu e es  a l a v ez s ens ib le a la s  



Un segundo tipo de juicios se refiere a las razones que justifican adoptar una 

decisión política en lugar de otra. Este juicio, obviamente,  si es sensible a la cultura y a las 

opiniones que en relación con el contenido de la decisión tienen los involucrados. 

Finalmente, un tercer tipo de juicios se refiere a las consideraciones que justifican 

adoptar un procedimiento de decisión. Al igual que el anterior este juicio también es 

sensible a la cultura y a las opiniones de los ciudadanos. El procedimiento decisorio debe 

poder ser fundado en base a consideraciones que puedan ser vistas como razones por los 

involucrados.25 

Resumiendo, para que una decisión política sea “propia” de un conjunto de 

ciudadanos o sea realizada “en su nombre” es necesario que el esquema institucional y el 

procedimiento de toma de decisiones colectivas los trate como “autores”. Para que esto se 

dé deben satisfacerse tres exigencias: a) Debe encontrarse satisfecho su interés en el 

reconocimiento, b) Debe encontrarse satisfecho su interés en la responsabilidad 

deliberativa y c) Como “sujetos” de las decisiones políticas, deben serles reconocidos 

                                                                                                                                               
op in ion es  de todos r esp ec to  a l a mar cha d e los  asun to s públ icos cuyo d is eño  está  
fundado en  con sid er ac ion es qu e todos pu eden  ver  co mo razon es .  Un si s tema  
segr egac ion is ta  s a ti sface la segund a  de  es ta s  ex igenc ias  pero  no  la p r imera .  
25 Es n ecesar io  aqu í r ea l izar  un a ac larac ión  par a d ifer en c iar  m i pos ic ión  d e la d efend id a  
por  a lgunos co muni tar i s ta s .  Al  igu a l qu e el los  consid ero  qu e el  ju icio  sobr e qu é cuen ta  
para no sotro s  co mo un a razón  es  s ens ib le a n ues tra cu l tura .  Es s ens ib le a los  s er es  
humano s que d e hecho so mos . En  es te s en tido ,  y  só lo  en  este ,  e s  c ier ta la af irmac ión  de  
Walzer :  “ . . . th e ques t ion  mo st l ike ly  to  ar is e in  th e minds of  the memb ers  of  th e po li t ica l  
commun ity  is  no t ,  Wha t wou ld  r ac ion a l ind iv idu a ls  choose And er  un iv ersal iz ing  
condic t ions of  such- and- such  a sor t? Bu t ra ther ,  Wha t wou ld  ind iv idua ls  l ike us  choose,  
who ar e  s itu a ted  as  we  are ,  who sh ar e a cu l ture  and  are  d eter min ed  to  go  on  sh ar ing  i t?  
And th is  is  a ques t ion  tha t is  r ead i ly  tr ansfor med in to ,  Wh at cho ices  h av e we a lready  
mad e in  the cou rse of  our  common lif e? What under stand ings do  we ( r ea l ly)  
shar e? . . . ”(W alzer  1983,  5)  
In terp re tada ,  por  un  lado , como r ef er id a a l a s  co ndic ion es d e l au to-gob ierno  –y  no  co mo  
refer id a a l a ju st icia d i s tr ibu t iva como e l pr opio  Walzer  h ace-  y ,  por  o tro ,  como  
hac iendo re fer en cia a lo  qu e d e ter mina qu e algo  cuen te co mo un a razón  mora l p ar a  
nosotro s  –y  no  a lo  que cons t ituy e a un a consid erac ión  en  una r azón  mora l-  l a  
af ir mac ión  de  W alzer  e s  corr ec ta.   
En  lo  qu e s e r ef ier e a l as  cond ic ion es d e l au to -gobierno  y  la  l eg i tim idad  pol í t ica,  l as  
preocup acion es  de los  co muni tar is ta s  r efer id as  a l  car ác ter  abs trac to  d e lo s  te s t  l ib era les  
resu l tan  fund ad as .  No r esu l tan  fundad as  cu ando se las  ex tiend e a  cu es t iones d e ju s tic ia .  
Aquí ex is ten  razon es –que mo s trar é más ade lan te en  e l t ex to-  par a que e l te s t  h aga  
abs tracc ión  d e cons id erac iones lo cales  y  p er sona les .   
El d i s t ingu ir  el  p roblema d e la  l eg it imid ad  d e l p roblema de  la jus t ic ia – como propongo  
en  el  t ex to-  p ermi te  dar  cab ida a l as  pr eo cupac iones d e los  co muni tar is ta s  en  el  ámb ito  
de la l eg i t im id ad  s in  v erse ob l igado  a ex tend er la s  al  do min io  de  la  jus tic ia .            



aquellos derechos indispensables para cumplir su rol de “autores”. A su vez, para cumplir 

a) y b) es necesario que el procedimiento de toma de decisiones sea sensible a sus 

opiniones sobre el contenido de las decisiones políticas y las consideraciones que 

justifican adoptar este procedimiento puedan ser vistas como razones por los ciudadanos, 

dada la cultura política pública en la que habitan26.  

 

4- Coacción, participación política y legitimidad. 

Es hora de ubicar las piezas que he tomado del argumento ofrecido por Blake y 

Nagel en su justo lugar. Como se recordará nuestro análisis del argumento de Blake nos 

había dejado con la conclusión de que la exigencia moral que surge a partir de la 

imposición de decisiones coercitivas no es que el contenido de la decisión sea el correcto, 

sino que la decisión sea propia de aquellos sobre quienes se impone. Si la decisión 

coercitiva es propia de aquellos sobre los que recae, la afrenta moral que implica la 

coerción –que la voluntad de un sujeto sea reemplazada por una ajena- desaparece. 

Con lo señalado sobre participación política en el apartado anterior es ahora posible 

dar contenido acabado a esta idea. Para hacerlo, no obstante, es necesario algunas 

precisiones previas. En primer lugar, es necesario destacar que –contrario a lo que Blake 

señala- no considero que revistan carácter coercitivo sólo aquellas decisiones que puedan 

ser objeto de aplicación por un órgano judicial. Cualquier decisión que pretende reemplazar 

la voluntad de aquellos a los que se aplica es una decisión coercitiva, con independencia de 

                                                
26 La pos ición  qu e af ir ma qu e las  ex ig en cias  d e au to-gob ierno  co lect ivo  -o  “au tor ía”-  no  
só lo  son  sa t isf echas por  lo s  s i s temas d emo cr át ico s h a s ido  d efend id a r ec ien temen te,  
aunque con  argu men to s d is t in tos  de los  aqu í esgr imidos ,  por  Joshu a Cohen . En  su  
opin ión ,  tre s  condic iones deb en  s a ti sf acerse  para qu e ex is ta au to-de termin ac ión  
co lect iv a : a)  e l  p ro ced imien to  d e to ma  de  dec is iones co lec tiv as  deb e  s er  s ens ib le a la s  
opin ion es e in ter eses  d e los  c iud adano s,  b )  deb e ex is tir  d erecho a d i sen t ir  y  ape lar  l as  
dec is ion es  co lec t ivas  y  c)  e l  gobierno  d eb e  gen era lmen te br ind ar  jus t if i cac ion es  
públicas  de  sus  dec is iones en  b ase a un a con cepción  de l b ien  común  de  la  so cied ad .  Y  
agreg a : “Th ese thr ee cond i tion s of  co llect ive s e lf -de termin a tion  ar e po l it i ca l ly  
impor tan t ,  and  common ly  v io la ted ,  bu et they  can  be s a ti sf ied  by  an  und emo cra t ic  
poli t i ca l ar r ang emen t.  Tu s a so cie ty  th at meets  th e cond it ion s of  co l lec t ive s e lf -
deter min a t ion  may st i l l  h ave an  of ic ia l  r e lig ió n  endorsed  by  a pr epond eran te of  th e  
popula t ion .  Mor eover ,  i t  may  be  tha t on ly  adh eren ts  of  th at  re l ig ión  are  per mit ted  to  
hola  of ic ia l  po si t ions ,  tha t spec ia l p r iv ileg es adn  as sign ments  of  r esour ces are  
asso c ia ted  w ith  the org an iza tion s o t the of ic ia l  rel ig ión  ( though o the r  re lig iou s groups  
are  pol i t ica lly  repr esen ted) ,  and  th a t the  s elect ion  of  r epr esen ta t ives  is  made  th rough  
sep ara te so cia l g roups and  no t th rough co mpe t i t iv e p ar ty  e lec tion s.” ( Cohen , J .  2006:  
233)     



si puede ser reconducida o no a un acto de aplicación judicial. De este modo, aun una mera 

declaración hecha por quien detenta el poder coactivo –por ejemplo, mostrando deferencia 

por la persona de un lider religioso- posee carácter coercitivo en tanto pretende reemplazar 

mi voluntad. Quien detenta el poder coactivo decide por mí realizar esta declaración de 

deferencia, con total independencia de mis propias creencias religiosas.27De igual modo, 

cualquier esquema institucional que se me aplica efectivamente con independencia de mi 

voluntad, es en coactivo en relación con mi persona.28   

Una segunda precisión que debe tenerse en mente es la que fue introducida en 

ocasión de examinar el argumento de Blake referida al modo de determinar quienes son los 

sujetos sobre los cuales se ejercita coerción mediante un esquema institucional. Señalamos 

allí que para determinar este extremo debía prestarse atención a lo que el esquema 

establecía –a quienes establecía como destinatarios- y no a las consecuencias que 

previsiblemente engendraba sobre otros individuos distintos a aquellos. Así, si un esquema 

institucional establece que su aplicación será territorial, los sujetos de coerción serán sólo 

los que habiten dicho territorio aunque dichas medidas coercitivas tengan consecuencias 

más allá de las fronteras. 

Lo señalado reviste relevancia a la hora de establecer de quienes debe ser propia o 

frente a quienes debe ser justificada una decisión coercitiva. Sólo frente a aquellos a 

quienes ha establecido como sus destinatarios, no frente a todos a los que previsiblemente 

afectará. Esto permitiría explicar porqué los extranjeros que son afectados por los esquemas 

institucionales foráneos, no siendo sus destinatarios, carecen de derecho a exigir que tales 

                                                
27 Ta l v ez e l  h echo  de v in cular  coe rc ión  con  jus ticia d is tr ibu tiv a es  lo  qu e ha condu c ido  
a Blake a re str ing ir  de l modo qu e lo  hace la  noción  de coe rc ión ,  fo cal izándo la en  
aque l la e jer c id a por  l as  ins t i tuc ion es d el d er ech o pr ivado , ta les  como la propied ad , qu e  
ti en en  in cid en c ia en  la d is tr ibuc ión  de b ien es .  No obstan te,  aun  con  es te cr it er io ,  la  
coer c ión  a l a qu e h ago r efer en cia en  e l t ex to  es  relev ante .  Es tos  ac to s  de  co er ción ,  qu e  
no  t ien en  por  con ten ido  la conduc ta de  n ingún  c iudad ano , t i en en  un  profundo ef ec to  en  
la d is tr ibuc ión  d e un  b ien  pr imar io  in tang ib le gener a lmen te p asado por  a lto ,  l a  au to-
es t ima. 
Agrad ezco  a Jo sé  Lu is  Mar t í  – con  qu ien  me  en cuen tro  emb ar cado  en  un  proy ec to  
v incu lado  a l an ál i s i s  de las  d is t in tas  concep cio nes de la leg i t im id ad  pol ít i ca -  e l  haber  
d is cu tido  y  co mpar t ido  sus  punto s d e  v i s ta  sobr e es te  tema.   
28Con trar io  a lo  so sten ido  por  Noz ick  en  su  tr aba jo  “Co er c ion” (1969) ,  no  cons id ero  que  
la  co er c ión  s e en cuen tr e r educ id a a l a amenaza del  uso  d e  la fu er za .  Es  dec ir ,  todo  ac to  
de co er ción  no  pued e s er  r econ s tru ido  co mo una amenaza cond icion a l.  Mi id ea de  
coer c ión  es  más  amp lia  e  in c luy e la  u ti l izac ión  ef ec t iv a d e la fu erza  y  no  só lo  su  
amen aza.   



esquemas sean justificables como legítimos frente a ellos. Esto no significa que el hecho de 

ser afectados no genere ninguna exigencia moral –si los efectos son dañinos existirá el 

deber de reparar el daño- simplemente implica que tales exigencias no son las de auto-

gobierno o legitimidad.  

 Con estas precisiones a mano, es posible ahora vincular la coerción con las 

exigencias de auto-gobierno o legitimidad. Una decisión coercitiva es propia de los 

ciudadanos sobre los que recae cuando estos han sido sus “autores”, o han participado en su 

elaboración. El hecho de que alguien que detenta el poder imponga una decisión coercitiva 

sobre un conjunto de individuos, genera la exigencia moral de que el mecanismo por el cual 

se adoptan tales decisiones satisfaga las tres exigencias vinculadas a la participación 

política consignadas en el apartado anterior. 

Dicho de otro modo, el hecho de la coacción –como señala Blake- genera exigencias 

morales, pero tales exigencias –a diferencia de lo que piensa Blake- no son exigencias de 

justicia sino de participación política, auto-gobierno o legitimidad.       

De esto se sigue que, si a los ciudadanos les son reconocidos los derechos 

indispensables para cumplir su rol de “autores” de las decisiones políticas, tales como la 

libertad de conciencia, libertad religiosa, algún grado de libre expresión, propiedad, etc.; y 

si el procedimiento de toma de decisión es suficientemente sensible a sus opiniones –en 

los dos niveles señalados- de modo que su interés en el reconocimiento y en la 

responsabilidad deliberativa sea satisfecho, entonces la coacción es legítima y se 

encuentra justificada.  

Entendida de este modo, afirmar que una decisión coercitiva es legítima nada dice 

aun sobre la corrección de su contenido y –por tanto- nada dice sobre el deber de 

obedecerla por parte de aquellos sobre quienes recae. Afirmar que es legítima sólo 

equivale a sostener que el ejercicio de la coerción se encuentra justificado frente a las 

demandas morales que se siguen del carácter autónomo de sus destinatarios.29  

                                                
29 Quien  ejer ci ta la co erc ión  d e modo leg í timo  posee,  u t i l i zando la t ermino log ía d e  
Fe inberg ,  un  ju st if ica t ion-r igh t en  lug ar  de  un  claim-r igh t.  Cu ando es te t ipo  esp ecia l d e  
derechos – los  ju st if i ca t ion-r igh t-  se invo can , s e recono ce qu e la acc ión  en  cu es t ión  
imp l ica la v io lac ión  d e un a reg la mor a l pero  a  la v ez s e s eñ ala qu e la ex is ten c ia d e l  
derecho en  cu es tión  jus t if ica ta l  v io lación .  La r eg la mor a l e s tab lece una b arr era qu e la  
concurr en cia  de l  ju s tif i ca t ion-r ight  p ermi te  atr av esar .   



Que el hecho de la coacción genere exigencias de participación política –tal como 

esta ha sido caracterizada- y no de justicia –como pretende Blake- tiene la ventaja de 

subsanar las deficiencias identificadas en su argumento. En primer lugar, da cabida a la 

intuición de que es posible que exista una decisión coercitiva justificada cuyo contenido 

no sea correcto o justo. En la reconstrucción que he propuesto este caso quedaría 

configurado si el esquema institucional tratara a los ciudadanos como “autores” –

reconociéndoles los derechos que esto trae aparejado y adoptando un procedimiento de 

toma de decisiones colectivas sensible a sus opiniones- y estos haciendo un ejercicio de 

auto-gobierno no configurasen dicho esquema institucional de modo justo. El esquema 

coercitivo sería propio de los ciudadanos –existiría una comunidad política, las decisiones 

serían adoptadas en “su nombre”- y a la vez estaría configurado de modo incorrecto o 

injusto. 

En segundo lugar, el test propuesto para determinar si un esquema institucional 

coercitiva es propio de los ciudadanos sobre los que se aplica subsana la deficiencia que 

identificamos en el test de aceptabilidad detrás del velo de ignorancia propuesto por 

Blake. El problema radicaba en que la utilización de un velo de ignorancia, al volver 

irrelevante las opiniones y razones que los ciudadanos de hecho podrían tener, no era apto 

para establecer cuando una decisión coercitiva les era propia. La afirmación de que la 

coacción generaba la exigencia de ofrecer una justificación en los términos propuestos por 

Blake resultaba infundada. En cambio, el test de participación que he propuesto en el 

                                                                                                                                               
En  e l t ex to  no  me he pronun ciado  sobr e el  pu nto  de s i  es ta es  un a buen a man era d e  
car acter izar  a l a au tor id ad  gubern amen tal .  La n oción  qu e me in ter esa tra tar  no  es  l a de  
au tor id ad ,  s ino  la d e coer c ión  leg í t ima. S i par a car ac ter izar  a la au tor idad  b as ta con  
señ alar  que  es  qu ien  ejer ce  leg í timamen te  la coerc ión  o  s i  es  n ecesar io  agreg ar  a lgo  
más,  e s  a lgo  qu e  ex cede  e l  ob je t ivo  d e l pr esen te  trab a jo .  
Quien  ha rea lizado  es ta equ ipar ación  en tr e au tor idad  y  derecho a e jerc i tar  l a  coe rc ión  de  
modo leg í timo h a s ido  Laden son.  S eña la:  “ . . . the  c laim th at  govern menta l au thor i ty  
cons t itu tes  a mor a l jus t if ica t ion  for  coer cion  by  its e lf  impl ies  noth ing  abou t Esth er  th e  
subje t’s  du t ies  of  a l leg iance to  the s ta te or  of  compl iance w ith  the law. This  is  b ecause  
the r igh t to  ru le ,  be ing  a ju s tif i ca t ion-r ight rath er  than  a c la im-r igh t ,  en ta i ls  no  
corre la tiv e  dut ies . . .”  ( Lad enson , 1980 :  141)  
Pienso  qu e las  cr í t i cas  formu lad as por  Raz ( 1985)  es tán  d ir ig id as a cu es t ionar  l a  
equip ar ac ión  en tr e au tor idad  y  e jerc icio  leg í t imo  de la coer c ión .  Por  tan to ,  aun  s i  fu esen  
correc tas  no  pondr ían  en  cu es t ión  la noc ión  defendida en  e l t ex to  r efer id a a l a co er ción  
leg í t ima.  Sos t iene Raz : “ I t  s eems p la in  tha t th e  jus t if ied  use of  co erc iv e pow er  is  one  
th ing  and  au thor i ty  is  ano ther . . .The excer ci se o f  coer c ive or  of  any  o ther  pow er  is  no  
exer c is e of  au tho r i ty  uni les  i t  inc luy es an  appea l  to  comp l ian ce by  the p erson(s)  sub ject  
to  th e au thor i ty . . . ”  ( Raz ,  1985:  5)    



apartado anterior –o si se prefiere las exigencias que un esquema institucional debe 

satisfacer para tratar a los ciudadanos como “autores”- es un test sensible a las opiniones 

que los ciudadanos efectivamente pueden tener o a las consideraciones que efectivamente 

pueden ver como razones.  

Del mismo modo, la posición aquí defendida –vinculando coacción y exigencias 

de legitimidad- permite subsanar algunos de los defectos de la respuesta ofrecida por 

Nagel. En primer lugar, es posible ahora evitar la conclusión contraituitiva de Nagel en el 

sentido que los habitantes de una colonia que no participan en modo alguno en la 

configuración de sus instituciones aun así se auto-gobiernan. En la reconstrucción 

ofrecida tal extremo no se configura. Sin embargo, sigue existiendo un tipo de 

justificación que pueden exigir, aunque no una justificación en términos de justicia. 

Pueden reclamar ser tratados como “autores”, esto es, tienen derecho a exigir que el 

esquema institucional sea sensible a sus opiniones –en los dos niveles que he distinguido- 

y que les sean reconocidos los derechos vinculados a la participación política. Lo que 

funda la existencia de exigencias morales no es el hecho de que se estén auto-gobernando 

–como erróneamente piensa Nagel- sino que es el hecho de la coacción el que funda las 

exigencias morales de legitimidad y autogobierno.  

También permite acomodar las intuiciones morales que genera el caso de la tiranía 

esgrimido por Julius en contra de Nagel. Es posible ahora criticar a la tiranía como 

moralmente incorrecta aunque no en base de consideraciones de justicia. La incorrección 

de la tiranía radica en el ejercicio ilegítimo del poder coercitivo o lo que es lo mismo en 

no satisfacer las exigencias morales que trae aparejado el ejercicio de la coacción. 

Tampoco es el caso que quien ejercita el poder pueda sustraerse a las exigencia 

moral de ejercerlo legítimamente meramente reconfigurando sus pretensiones –renegando 

de la aspiración de que sus ordenes sean aceptadas además de obedecidas- o por el hecho 

de que los ciudadanos modifican sus creencias –y ahora no crean que deben aceptarlo-. Es 

el mero hecho de la coacción, con independencia de cualquier creencia o pretensión por 

parte de quien la ejercita o de quien la recibe lo que engendra las exigencias morales de 

legitimidad, participación política o autogobierno.  

Una vez que las exigencias de participación fundadas en el ejercicio de la coacción 

están satisfechas un nuevo elemento aparece en escena, el poder político como poder 



colectivo coercitivo ejercido “en nombre de los ciudadanos”. Como se recordará, este era 

uno de los rasgos de la estructura básica que –en opinión de Rawls- justificaba que la 

concepción normativa de persona libre e igual y las exigencias de justicia distributiva que 

de ella se derivan le fuesen aplicables. Nada se ha dicho todavía para justificar tal 

afirmación, pero ahora si tenemos un panorama más claro de por qué razón el poder 

político debe ser colectivo –porque es coercitivo- y en qué consiste que lo sea –en que 

hayan sido satisfechas las exigencias de participación-. 

 

5- Legitimidad política y justicia. 

Así como el hecho de la coacción genera exigencias morales de legitimidad y 

participación política, el hecho de que estas exigencias se hayan satisfecho y de que exista 

un poder político colectivo ejercitado “en nombre de los ciudadanos” genera exigencias 

morales de que tal ejercicio pueda ser justificado como correcto frente a aquellos en 

nombre de quien se ejerce. No se trata ya de la exigencia moral generada en la coacción 

de que el esquema coercitivo sea propio de los ciudadanos sobre los que recae, sino de 

que su configuración sea justificada como moralmente correcta a los ojos de aquellos a 

quienes pertenece o en cuyo nombre es impuesto. 

El hecho de que a través de instituciones coercitivas legítimas como ciudadano 

actúe en “nombre de mis conciudadanos” y el hecho de que ellos hagan lo mismo en 

relación conmigo, hace que exista una obligación moral de justificar tales acciones como 

correctas frente a ellos y desde ellos hacia mi. El diseño de instituciones coercitivas a 

través del poder político colectivo ejercido “en nombre de los ciudadanos” debe ser 

justificado como correcto frente a ellos. Este tipo de justificaciones sólo es debido entre 

ciudadanos que ejercitan el poder político colectivo o, lo que es lo mismo, ciudadanos que 

habitan una comunidad política legítima en donde las instituciones que se les imponen 

coercitivamente han sido configuradas por decisiones tomadas “en su nombre”. 

 Como he señalado, aun las decisiones coercitivas adoptadas “en nombre de todos” 

pueden configurar las instituciones que se nos aplican coercitivamente de modo 

incorrecto, por lo que de lo que se trata es de justificar la configuración institucional como 

moralmente correcta. La pregunta entonces es ¿qué criterios morales serían aptos para 

evaluar las instituciones coercitivas configuradas por el poder político colectivo? O dicho 



de otro modo ¿en qué términos deben ser brindadas las justificaciones que los ciudadanos 

de un esquema institucional legítimo se deben recíprocamente? ¿Cuáles son los estándares 

morales aptos para evaluar la configuración de las instituciones que los ciudadanos 

configuran en ejercicio del poder colectivo “en nombre de todos sus conciudadanos”?  

 En primer lugar, si los estándares morales van a ser genuinos criterios de 

evaluación no tienen que encontrarse afectados por los efectos de las decisiones políticas 

que pretenden evaluar. En segundo lugar, tenemos que dichos estándares morales – dado 

el carácter colectivo del poder político - tienen que poder ser aceptados por todos aquellos 

“en nombre de quienes” tal poder político es ejercitado. 

Ahora bien, las instituciones económicas y sociales diseñadas a través del uso del 

poder político tienen una profunda influencia sobre el carácter, habilidades, intereses, etc. 

que poseen los ciudadanos que en su seno habitan y frente a quienes tal diseño tiene que 

ser justificado como correcto. Dado que los efectos de las instituciones que pretenden 

evaluarse y justificarse como correctas son tan profundos ¿cómo puede satisfacerse la 

exigencia de que tales criterios de evaluación no se encuentren afectados por los efectos 

de las mismas instituciones que se pretenden evaluar o justificar? 

El riesgo que se corre es exactamente el opuesto al que enfrentamos a la hora de 

configurar el test para determinar cuando las instituciones pertenecían a los ciudadanos. 

Allí el problema era que el test debía ser en algún sentido sensible a los rasgos 

particulares de los ciudadanos. Aquí, el problema es que como lo que se pretende es 

evaluar como correcto o incorrecto el diseño institucional el test no debe ser sensible a los 

rasgos particulares que en los ciudadanos han provocado las mismas instituciones. De lo 

contrario se corre el riesgo de que las instituciones se terminen justificando a sí mismas, o 

dicho de otro modo, se corre el riesgo de no haber ofrecido una justificación de la 

corrección del diseño institucional en absoluto. 

Como se recordará, este era el segundo de los rasgos de la estructura básica que en 

opinión de Rawls justificaba la aplicación de la concepción normativa de persona libre e 

igual –y las exigencias de justicia que en ella se fundan- a la hora de evaluarla. Pienso que 

ahora, puede verse con más claridad la razón de esta afirmación. Dado que debemos 

justificar la corrección del diseño de la estructura básica frente a nuestros conciudadanos, 

y dado que esta estructura tiene profundo efectos sobre quienes somos, debemos 



ofrecerles una justificación que con independencia de estos efectos –su posición social, 

habilidades, talentos, intereses, carácter, etc.- todos pudiesen aceptar. Dicho en términos 

rawlsianos, debemos ofrecernos una justificación que fuese aceptable para todos en tanto 

libres e iguales. Debemos ofrecernos una justificación en términos equitativos.  

 Consignado de modo más específico. Debemos ofrecer una justificación del modo 

en que nuestras instituciones inciden en la distribución de los recursos que sea aceptable 

por todos, con independencia de la clase social que en el seno de dicho esquema 

institucional ocupen, con independencia de los particulares talentos que dichas 

instituciones hayan promovido, etc. Una justificación tal, es semejante a aquella que se 

desarrolla detrás del velo de ignorancia rawlsiano y que conduce a las exigencias de 

justicia distributiva contenidas en el principio de la diferencia. Pero con independencia de 

si uno acepta o no este principio de justicia distributiva, es claro que el ofrecer una 

justificación  en estos términos es lo que hace que sea moralmente relevante el nivel 

relativo de recursos que cada individuo obtiene en el diseño institucional que se pretende 

justificar como correcto.  

 Dicho sintéticamente, el hecho de que la estructura básica esté configurada por 

decisiones políticas adoptadas “en nombre de los ciudadanos” que en ella viven es lo que 

funda la exigencia de que deba ser justificada como correcta frente a todos ellos. Los 

profundos efectos que dicha estructura tiene en el modo de ser de los ciudadanos, funda la 

exigencia de que dicha justificación deba ser realizada en términos que ciudadanos 

igualmente libres podrían aceptar. A su vez, este tipo de justificación es la que subyace a 

los principios de justicia distributiva lo cual justifica que tales exigencias se apliquen sólo 

a las relaciones mediadas por dichas instituciones. 

 El argumento que he propuesto nos ha dejado con la conclusión de que sólo 

debemos justificaciones en términos de justicia distributiva a aquellos que junto con 

nosotros habitan la misma estructura básica configurada por el poder político colectivo 

ejercido “en nombre de todos”. 

Finalmente ahora es posible advertir el modo en que coacción, legitimidad y justicia 

se encuentran entrelazadas. Se parte de un hecho: la existencia de un esquema institucional 

coactivo. Este hecho hace que aparezcan las exigencias morales de participación política o 

legitimidad. Si estas exigencias son satisfechas por el esquema institucional entonces el 



mismo –y las decisiones coercitivas que en su seno se adoptan- pertenece a los ciudadanos 

a los que se aplica, es de su “autoría”. En este punto el poder coactivo se transforma en 

poder político colectivo cuya ejercitación se hace “en nombre de los ciudadanos”. El hecho 

de que el poder político sea ejercitado “en nombre de todos” genera una nueva obligación 

moral, la de justificar ante todos los ciudadanos como correctas las particulares decisiones 

que se adoptan “en su nombre”. Dado que este poder político es utilizado para configurar 

las instituciones del esquema coactivo la exigencia moral consiste en justificar como 

correcto el diseño institucional así configurado. Este extremo, unido al hecho de que las 

instituciones configuradas por el poder político tiene una profunda influencia en los 

intereses, objetivos y perspectivas de vida de los ciudadanos a quienes se aplican, incide 

sobre el tipo de justificación que debe brindarse. Las instituciones deben ser aceptables para 

todos los ciudadanos en tanto igualmente libres, o lo que es lo mismo, las instituciones 

deben satisfacer las exigencias de justicia distributiva que de la aplicación de la concepción 

normativa de persona se siguen.30   

La conclusión más relevante que se sigue del argumento ofrecido es que las 

exigencias de justicia distributiva sólo tienen cabida en el seno de esquemas institucionales 

en los que las exigencias de participación y auto-gobierno se encuentran satisfechas. Sólo 

entre quienes habitan una misma estructura básica configurada por un poder político 

legítimo tienen cabida tales exigencias. Más aun, las exigencias de justicia distributiva sólo 

se aplican a la evaluación de las instituciones configuradas por el poder político legítimo. 

Esto toda vez que lo que tiene que justificarse recíprocamente entre los ciudadanos es la 

corrección del diseño que a través del poder político ejercitado “en nombre de todos” se 

hace de dichas instituciones.31  

                                                
30 La a rgumentac ión  aqu í of rec ida p ermi te d ar  cu enta d e una d e las  c r í t icas  qu e S immons  
ha d ir ig ido  a la concep ción  r aw ls iana por  no  abocarse a la t area de jus t if icar  e l  
surg imien to  d el  Estado  ( Simmon s,  1999:  758-7 59) .  Creo  que esta cr ít i ca  s e desvan ece  
cuando se  adv ier te qu e pa ra Raw ls , en  tan to  asocia t iv i s ta ,  e l  surg imien to  d e l Estado  –
como pod er  pol í t ico  co lec tivo–  es  un  h echo q ue gen er a nuev as ex ig en cias  mor ales .  
Esp ec íf icamen te,  vue lv e ap l icab les  l as  ex ig en cias  de  ju s tic ia .  En  consecu en cia ,  el  
surg imien to  de l Es tado  no  es  un  h echo qu e d eba ser  jus t if i cado  a p ar tir  d e pr inc ip ios  d e  
jus t ic ia prev ios s ino  que –por  el  contr ar io–  su  acaecimien to  es  lo  qu e de ter mina qu e un  
nuevo t ipo  d e  ju st if i cac ión  – aqu el la fund ad a en  las  ex ig enc ias  de  jus t ic ia-  sea ex ig ib le .  
31 Lo  señ a lado  per mite r ep l icar  a un a d e las  ob jecion es  de  Cohen  d ir ig id as a l  du al i smo  
raw ls iano . Con trar io  a lo  que Coh en so st iene  lo  que ju s tif i ca ap l icar  los  cr i t er ios  d e  
jus t ic ia d i s tr ibu t iva a l a s  ins t i tuc ion es qu e con st i tuyen  la es tru c tura b ás ica no  r ad ica  



No es el caso que legitimidad y justicia sean dos valores que llegada la situación 

podrán entrar en conflicto y deberá sopesarse para ver que sacrificar. La legitimidad es una 

condición para que las exigencias de justicia sean aplicables. Un esquema institucional 

ilegítimo –por caso un esquema tiránico- no es ni justo ni injusto. Las consideraciones de 

justicia no tienen allí cabida. Aunque puedan existir instituciones coercitivas que tienen 

profunda influencia sobre los ciudadanos, determinando sus expectativas de vida, intereses, 

etc. tales instituciones no han sido configuradas por un poder político colectivo ejercido “en 

su nombre” y por tanto no se deben justificaciones recíprocas en términos de justicia. Sin 

duda, existen aquí exigencias de justificación pero estas hacen referencia a que el poder 

coactivo sea ejercitado de modo que trate a sus destinatarios como “autores”, es decir, se 

trata de exigencias de legitimidad y participación política. 

Una concepción como la aquí expuesta posee los dobleces necesarios de los que 

carecía la de Nagel. Permite criticar a la tiranía sin tener que considerarla una comunidad 

política. Las exigencias morales que no satisface son las vinculadas con el auto-gobierno y 

la legitimidad y no las exigencias de justicia, que presupondría dar por sentado que aun este 

caso la comunidad política existe. Una vez que dichas exigencias de legitimidad son 

satisfechas, entonces aparece la comunidad política, y las exigencias de justicia son 

aplicables.  

Aunque el argumento que he ofrecido tiene semejanzas con el propuesto por Nagel, 

puede ser de utilidad resaltar donde radican las diferencias. De modo acertado Nagel 

sostiene que el rol dual que un ciudadano tiene dentro de un sistema político –como autor y 

destinatario de las decisiones coercitivas- genera exigencias morales de brindar 

justificación. No obstante, de modo equivocado concluye que dichas exigencias consisten 

en brindar justificaciones de un solo tipo, justificaciones en términos de justicia. En mi 

opinión, por el contrario cada rol genera exigencias morales distintas. En tanto sujetos 

sobre los que recae el poder coercitivo, tienen derecho a la participación política. Tienen 

                                                                                                                                               
só lo  en  sus profundo s efec tos  sobre  las  per spect iv as  d e v id a d e los  c iudad anos s ino  
tamb ién  en  e l h echo  d e h ab er  s ido  conf igur ad as  por  dec is iones po l í t i cas  co lec t ivas .   
Ni l as  d ec is ion es p erson a les ,  n i e l  etho s so c ia l poseen  e l carác ter  co erc i t ivo  que  s i  
poseen  las  d ec is iones pol í t icas .  Ad icion a lmen te ,  tampo co son  r ea l izad as “en  nombr e” d e  
todos .  Aunqu e las  dec is iones p erson a les  y  e l  e th os so c ia l t engan  e l  m ismo ef ec to  sobre  
la s  per sp ec t ivas  de v id a de lo s  c iud adano s,  no  po seen  car ác ter  co lect ivo .  No cons ti tuy en  
dec is ion es adoptad as en  “no mbr e de todos” y ,  p or  ende ,  no  deb en  s er  jus ti f i cadas co mo  
correc tas  f ren te a todos .   



derecho a que el mismo sea ejercitado “en su nombre”. Una vez que esto sucede, los 

ciudadanos pasan a ocupar un nuevo rol, el de “autores” de las decisiones políticas y el 

poder político coercitivo pasa a tener carácter colectivo. En tanto “autores” tienen derecho a 

que dichas decisiones adoptadas “en su nombre” sean justificadas como correctas frente a 

ellos. Tienen derecho a que las instituciones coercitivas configuradas por el poder político 

ejercitado “en su nombre” sean justas. 

No es, como señala Nagel, que tienen derecho a exigir justificación en términos de 

justicia en su rol de “sujetos” del poder político y tienen la obligación de brindarlas en su 

rol de “autores”. Tienen derecho a exigirse justificaciones en términos de justicia en base a 

que el poder político es ejercitado “en su nombre”, unido al hecho de que tal poder 

configura una estructura básica que influye profundamente las características personales 

que poseen. Los dos roles sobre los que Nagel llama la atención fundan la exigencia de 

distinto tipos de justificación: legitimidad y justicia. 

 

6- Legitimidad, justicia y globalización. 

En lo que sigue intentaré especificar algunas consecuencias que en el ámbito 

internacional se seguirían de la concepción antes presentada. La primera consecuencia que 

puede extraerse es que no basta que exista una estructura económica global para que las 

exigencias de justicia distributiva les sean aplicables. No basta que exista a nivel 

internacional un denso entramado económico que tenga incidencia sobre la producción y 

distribución de bienes para que los principios de justicia distributiva sean allí aplicables. 

Esta era la posición que Beitz defendía en Political Theory and Internacional Relations 

(1979) La razón de ello radica en que no existe en el dominio internacional nada semejante 

a una estructura básica construida por decisiones adoptadas por un órgano político colectivo 

que sea propio de toda la humanidad. En el ámbito internacional no existe ningún órgano 

político –semejante a un parlamento- que adopte decisiones coercitivas “en nuestro 

nombre” que tengan por objeto configurar el diseño institucional internacional que, quien 

puede negarlo, incide sobre nuestras perspectivas de vida. Es decir, aunque pudiese 

afirmarse que a nivel internacional existen ciertas prácticas que inciden sobre la 

configuración y perspectivas de vida de todos los individuos que habitan el planeta, y 

aunque los efectos de estas prácticas fuesen lo suficientemente profundo, las mismas no han 



sido configuradas por el poder político colectivo de la humanidad toda. No somos sus 

“autores” y por lo tanto no nos debemos justificación en términos de justicia distributiva. 

Los extremos necesarios para que sean aplicables las exigencias de justicia distributiva no 

se encuentran configurados. 

Es necesario destacar que aunque existiese un poder político coactivo ejercitándose 

a nivel internacional, adoptando decisiones sobre la estructura económica y social –el poder 

imperial de Estados Unidos, por caso- esto no bastaría para que las exigencias de justicia 

distributiva fuesen aplicables a dicho dominio. No bastaría para que el diseño institucional 

internacional debiese ser justificado como correcto en términos de justicia. Por el contrario 

las exigencias que surgirían no serían de justicia distributiva sino de participación política. 

Una vez que estas exigencias fuesen satisfechas, existiría un poder político colectivo global 

y las decisiones que adoptase a la hora de configurar las instituciones internacionales que 

incidiesen sobre las perspectivas de vida de la humanidad deberían ser justificadas en 

términos de justicia.  

Para ponerlo en términos concretos, aun si el Congreso de Estados Unidos estuviese 

adoptando medidas coercitivas que tienen por destinatarios a toda la humanidad, no se 

seguiría de esto que debería justificar tales medidas en términos de justicia. Por el contrario, 

tales medidas deberían ser justificadas en términos de auto-gobierno y legitimidad. A pesar 

de las apariencias tal exigencia es mucho mas difícil de satisfacer que las exigencias de 

justicia. Con total independencia de si el contenido de la decisión que el Congreso adoptase 

fuese justo o correcto el hecho de que las opiniones de los destinatarios no hayan sido 

consideradas bastaría para volverlas ilegítimas. Dicho dramáticamente, aun si el esquema 

institucional estadounidense fuese perfectamente justo, la decisión del Congreso de 

aplicarlo coercitivamente a nivel global sería ilegítima. Ahora bien dado que la legitimidad 

es una condición para que sean aplicables las exigencias de justicia, el esquema 

institucional que era justo para el caso estadounidense, aplicado globalmente carecería de 

todo valor de justicia.32  

                                                
32 Lo  s eñ alado  p er mi te so lu cion ar  un  problema  v in culado  con  expl icar  e l  d eb er  d e  
obedien cia a la s  ins t i tu c iones jus ta s  en  base a u n  “deb er  n a tura l d e jus t ic ia” .  S immon s  
ha s eña lado  que o  b ien  ta l  d eber  na tur al no  s ir ve par a expl icar  e l  v íncu lo  esp ecia l de  
obedien cia que man tenemos con  nuestr as  prop ias  ins ti tu cion es –d ar ía lo  m ismo obed ecer  
cua lqu ier  esqu ema ju sto  fu ese el  nu es tro  o  no- ,  o  b ien  e l deb er  es  p ar t i cu lar izado  
med iante l a c láusu la de “ap l icac ión” ta l  co mo hace Raw ls – es tab lec iendo que deb emo s  



 

En la situación actual, es dudoso que siquiera el requisito de un poder coercitivo 

global se encuentre satisfecho. Si bien es cierto que los efectos de las decisiones políticas 

coercitivas de ciertos estados son cada vez más extendidos, también es cierto que estas 

                                                                                                                                               
obedecer  l as  ins t i tu c iones ju stas  qu e s e nos “aplican”-  p ero  ta l  c láusu la hace qu e e l  
deber  n a tur al co lap se en  un a expl icac ión  co nsensu a l is ta o  lu ce co mo mor a lmen te  
arb i tr ar ia  (S immon s,  1979:  151) .   
Lo  pr imero  que d ebe adver t irs e par a so lu c ionar  el  p rob lema es  que es  pos ib le ,  por  un  
lado , s er  un  aso c iat iv is ta a l a hor a de eva lu ar  inst i tuc ion es –so sten er  que el h echo d e  
que ex is tan  ta les  ins t i tuc ion es es  el  que fund a la ex igen c ia d e qu e los  cr i t er ios  d e  
jus t ic ia d i s tr ibu t iva le s  sean  ap l icab les-  y ,  por  o tro ,  fund ar  los  d eberes  que lo s  
ind iv iduo s t ien en  en  re lación  con  d ich as  ins t i tu c iones  en  un  “d eber  n atur a l”.  
Lo señalado permite evitar la conclusión a la que arriba Scheffler en su intento por evitar colapsar el deber 
con su cláusula de “aplicación” en una explicación consensualista como sostiene Simmons. Scheffler sostiene 
que el modo de defender la inclusión de esta cláusula es conceder relevancia moral al vínculo de ciudadanía. 
Sin embargo, agrega, esto transformaría a este deber en uno asociativo: “For, whereas the ground of the 
natural duty seemed initially to lie in the justice of the just institution, this argument suggests that the 
individual’s relation to the institution also plays a crucial role in generating the duty...”(Scheffler, 2001: 72) 
El deber natural de justicia conjugaría dos factores –su carácter de deber natural general y la cláusula de 
“aplicación”- que tienden en direcciones opuestas y que conspiran contra su estabilidad (Scheffler, 2001: 72-
73) Distinguir el problema de cómo evaluar un diseño institucional del problema de la obligación política 
puede ser de utilidad. Scheffler advierte bien que la específica relación en que un conjunto de individuos se 
encuentra con ciertas instituciones posee en opinión de Rawls relevancia moral. No obstante erróneamente 
concluye que ésta consiste en generar el deber individual de justicia. Por el contrario, en mi interpretación los 
vínculos asociativos son relevantes para determinar la aplicabilidad o no de los criterios de justicia 
distributiva a la evaluación de ciertas instituciones. Su relevancia no proviene de generar el deber individual 
de obediencia.  
Par a apr eciar  la d if eren c ia imag in e un  caso  s emejan te a l  que propongo en  e l cu erpo  d el  
tex to .  Ex is ten  dos Estado s vecino s,  ambo s son  igualmente jus tos .  Un d ía ,  uno  de e l los  
dec id e leg i s lar  sobr e lo s  hab itan tes  de l o tr o .  Las ins t i tuc ion es d ir ig id as a los  
ex tr an jeros son  las  m ismas qu e ap lica a sus  c iudad anos .  ¿D eb en los  c iud adano s d e l  
Es tado  v ecino  ob ed ecer ? S cheff ler  y  yo  d ir íamo s que no ,  aunqu e por  mo t ivos d iver sos .  
Él señ a lar ía qu e dado qu e las  ins t i tu c iones qu e s e d ir ig en  a los  ex tr an jero s son  las  
mismas  que e l Es tado  ap l ica a sus  c iudad anos ,  y  d ado qu e es ta s  ins ti tu c iones –por  
h ipótesi s-  son  jus tas ,  en ton ces lo  mismo deb er ía pr ed icarse d e las  pr imer as .  Las  
ins t i tu c iones que s e d ir ig en  a lo s  c iud adano s ex tr an jeros son  ju s tas .  No obs tan te –
señ alar ía Sheff ler -  dado  qu e en tr e lo s  c iud adan os ex tran jeros y  e l  Es tado  qu e leg is la  
es ta s  in st i tu cion es no  s e conf igur a e l  v ín cu lo  espec ia l d e c iudad an ía ,  e s ta s  no  se  
ap l icar ían  en  el sen t ido  mor a l re lev an te y  n o  surg ir ía r esp ecto  d e e l la s  e l  deb er  
ind iv idu a l de obed ecer las .  En  mí in terpre tación ,  por  el  con tr ar io ,  e l  hecho de qu e no  se  
conf igur e e l  v ín cu lo  esp ec ial en tr e c iud adano y  Es tado  v ien e dado porqu e no  es  e l  poder  
polí t i co  co lec t ivo  de lo s  c iud adano s e l qu e co nf igura la es truc tur a bás ica en  la qu e  
habi tan  –s ino  e l poder  co lec tivo  d e lo s  c iud adanos forán eos–  lo  que a su  vez ocas ion a  
que los  cr i ter ios  de  jus tic ia  d i s tr ibu t iv a no  sean  ap l icab les  a  e sta s i tu ación .  Las  
ins t i tu c iones que s e d ir igen  a los  ciud ad anos ex tran jeros no  son  ju stas  n i in jus tas  – lo s  
cr i t er ios  de jus tic ia d is tr ibu t iv a no  le s  son  ap licab les-  y  por  ende e l deb er  na tur al d e  
obedecer  ins t i tuc ion es jus ta s  que todos lo s  se res  humano s t i enen  no  posee en  re lac ión  
con  el las  n ingun a in c iden c ia .  La  ausenc ia d e ob lig ac ión  po lí t i ca  en  re lac ión  con  d ich as  
ins t i tu c iones no  se  deb e a l a ausen cia d e l d eber  natur a l d e ob edecer  ins t i tuc ion es jus tas  
s ino  a  la  ausenc ia d e ju st icia  en  esas  in st i tu cion es.     



decisiones rara vez establecen que serán aplicables más allá de las propias fronteras. Dado 

que para determinar los sujetos de la coerción –he señalado- es necesario prestar atención a 

lo que el esquema institucional efectivamente establece, mal podría decirse que exista hoy 

un poder coercitivo global. No existe hoy ningún poder político que tenga establecido que 

las instituciones configuradas por sus decisiones se aplicarán a la humanidad toda. 

En consecuencia, para que sean aplicables globalmente las exigencias de justicia 

distributiva no basta –como algunos pensadores cosmopolitas piensan- la globalización 

económica, es necesaria la globalización política. Llamo la atención sobre esto porque en 

mi opinión el gran obstáculo para la justicia distributiva global radica en la posibilidad de 

que un poder político global pueda ser legítimo. Dada la enorme diversidad cultural 

existente las probabilidades que los intereses de reconocimiento y responsabilidad 

deliberativa sean satisfechos son casi mínimas. ¿Qué mecanismo de toma de decisiones 

colectivas podría encontrarse justificado en consideraciones que todos los seres humanos –

provenientes de la cultura política que fuese- podrían ver como razones? Siendo esto así, de 

surgir un poder político coercitivo global las posibilidades de que degenerara en una tiranía 

serían inmensas. Tendríamos entonces la peor de las situaciones, coerción ilegítima.  

Una segunda consecuencia del planteo aquí realizado es que permite argumentar 

para extender las exigencias de justicia distributiva aun al seno de aquellas sociedades que 

no se encuentran organizadas a partir de esquemas institucionales democráticos y 

liberales33. Si en un esquema institucional les son reconocidos a los ciudadanos los 

derechos indispensables para cumplir su rol de “autores” de las decisiones políticas 

(libertad de conciencia, libertad religiosa, algún grado de libre expresión, propiedad, etc), si 

el procedimiento de toma de decisión es suficientemente sensible a sus opiniones 

vinculadas a la marcha de los asuntos públicos y si –dado que la cultura política de la 

sociedad no es liberal- el procedimiento de toma de decisiones no es democrático sino uno 

cuyas razones puedan ser propias de los ciudadanos a los que tales decisiones se aplican, 

entonces el interés en el reconocimiento y en la responsabilidad deliberativa se encuentra 

satisfecho, las decisiones coactivas están siendo adoptadas “en nombre de” aquellos sobre 

quienes recaen (quienes son tratados como “autores), la coacción es legítima y –lo que es 

                                                
33 Esto  p ermi te r espond er  a la s  acusac ion es que ,  ref ir i éndose a Raw ls,  s eña lan  que su  
concep ción  d e jus t ic ia in te rnac iona l equ ip ara  la ca lid ad  mor a l de las  so cied ades  
decen tes  y  l ib er ales .  Pogg e h a formu lado  un a acusación  en  es te sen t ido .  (2001 : 247)  



aquí relevante- las exigencias de justicia distributiva son aplicables a dicho esquema 

institucional a pesar de no ser democrático ni liberal. 

La explicación brindada permite de este modo acomodar una de nuestras intuiciones 

morales más firmes referidas al ámbito internacional, a saber, que esquemas institucionales 

que no son democráticos ni liberales pueden –a pesar de esto- ser juzgados como injustos. 

El argumento ofrecido permite justificar el carácter universal de las exigencias de justicia 

distributiva: donde quiera exista un esquema institucional legítimo –aun si no es liberal ni 

democrático- las exigencias de justicia distributiva les son aplicables. 

En tercer lugar, se encuentra una de las consecuencias que considero de mayor 

relevancia en el dominio internacional. La explicación brindada del fundamento de las 

exigencias de justicia distributiva permite ofrecer una razón fundada en el interés por la 

realización de la justicia distributiva para tolerar cierto tipo sociedades injustas.  

Algunos pensadores cosmopolitas han objetado al asociativismo político, el hecho 

de que sólo parezca preocupado por la injusticia que se comete en el seno de los propios 

pueblos liberales mientras se desentiende de las injusticias cometidas en pueblos no-

liberales. Específicamente lo que cuestionan es el hecho de que baste que los pueblos 

foráneos sean decentes, esto es se auto-gobiernen, para que deban ser tolerados. Esto con 

independencia de que sus esquemas institucionales sean distributivamente injustos.  

El argumento que he ofrecido permite mostrar porqué tal impresión es falsa. Si el 

auto-gobierno o la legitimidad política es una precondición para que los criterios de justicia 

distributiva sean aplicables, lo que justifica tolerar pueblos no-liberales e injustos, en los 

que las condiciones mínimas para el auto-gobierno están satisfechas34, es un interés en la 

justicia. El auxilio que se le preste a otros pueblos para la realización de la justicia no puede 

anular las condiciones que hacen aplicables sus exigencias en primer lugar. 35 

                                                
34 Stephen  Macedo (2004)  también  s eñ ala en  su  in terpr e tac ión  d e Raw ls que e l re spe to  
por  los  pu eb los d ecen tes  s e fund a en  e l va lor  d e l  au to-gob ierno .  Lo  qu e mi argumen to  le  
agreg a al suyo  es  e l  mo s trar  qu e –dado qu e el au to-gob ierno  o  la l eg i t imid ad  po lí t ica es  
una precond ic ión  par a la ap l icac ión  de los  cr i t e r ios  d e ju st icia-  el  r esp e to  por  aqu el s e  
encu en tra  fundado en  un  in terés  por  la ju st ic ia .  No se  tr a ta  s imp lemen te d e qu e el  au to-
gobierno  sea un  b ien  impor tan te d e acu erdo  a l a  concep ción  d e jus tic ia r aw ls ian a,  s ino  
de que -d ado su  aso c iat iv ismo pol í t i co-  s in  au to- gobierno  los  cr it er ios  de jus t icia no  son  
ap l icab les  en  abso lu to .    
35 Si en  una de termin ad a comun id ad  pol í t i ca a los  ciud ad anos les  son  r econo c idos lo s  
derechos ind isp ensables  p ara cump l ir  su  ro l d e  “au tores” de las  d ec is ion es po lí t i cas ,  
ta les  co mo la l iber tad  d e con cien cia ,  l iber tad  r e lig io sa ,  a lgún  gr ado  d e l ib r e expres ión ,  



 Por supuesto que existe un deber de justicia en relación con los habitantes de 

pueblos decentes, esto es, pueblos no-liberales e injustos en los que las exigencias de 

legitimidad se encuentran satisfechas. Se trata de parte del deber natural de justicia. No 

obstante, cuando uno advierte el carácter asociativo de las exigencias de justicia, advierte 

también que el modo de satisfacerlo no puede poner en riesgo el vínculo asociativo mismo. 

Si un Estado liberal decidiese remediar la injusticia distributiva en un Estado decente 

mediante la intervención en sus asuntos internos36, eliminaría las condiciones que hacen 

que la satisfacción de dichas exigencias sea valiosa. Aunque organizase las instituciones 

foráneas en modo idéntico a las suyas nada se habría ganado desde el punto de vista de la 

justicia puesto que sus exigencias no serían allí aplicables. Peor aun, habría dado origen a 

un nuevo mal más profundo que la injusticia, la ilegitimidad. 

Finalmente, en cuarto lugar, la vinculación propuesta entre legitimidad y justicia 

permite vislumbrar una nueva justificación para los derechos humanos.      

  

 

 

 

 

 

                                                                                                                                               
propied ad , e tc. ;  y  s i  e l  p ro cedimien to  d e toma d e dec is ión  es  suf ic ien temen te  s ens ib le a  
sus  opin ion es –en  los  dos n ive les  s eñ alad os-  de modo que su  in ter és  en  e l  
recono c imiento  y  en  la re sponsab il id ad  de l ibera t iva  s ea sa t isf echo , en tonces las  
ex ig en cias  d e au to-gobierno  están  s iendo sat i s fech as y  la co acc ión  es  l eg í tima. Esto  
equiv a le a s eñ alar  qu e no  ex is te der echo –ni por  par te d e lo s  c iud adano s n i por  p ar te d e  
comun id ades po l ít i cas  ex tr an jer as-  a  opon erse a el l a.  
La idea es  s emejan te,  aunque no  idén t ica ,  a la sosten id a por  Walzer ,  qu ien  leg i tima la  
in terv enc ión  cu ando “. . . th e v io la t ion  of  hu man  r igh ts  w i th in  a  s et  o f  bound ar ies  i s  so  
ter r ib le th a t i t  makes ta lk  of  commun ity  or  se lf - deter min a t ion  or  ‘ardou s s trug le’  seem 
cynical and  ir r e lev an t,  th a t i s ,  in  cases  of  ens lavement or  massacr e.” (1977: 90)  Par a  
Walzer  e l  va lor  ú l t imo que jus t if i ca l a no- in terv enc ión  es  el  d erecho d e las  comun id ad es  
polí t i cas  a gob ern arse a s í  m ismas ,  lo  qu e  a  su  vez d escansa en  e l d erecho  que  lo s  
ind iv iduo s t ien en  a d ir ig ir  su s  propias  v idas.  En  la con cep c ión  que he pr esentado  e l  
valor  ú l t imo ser ía  e l  d e la jus tic ia,  d e la cua l e l  au to-gob ierno  ser ía un a pr econd ición .  
No es  e l  re spe to  por  el  au to-gob ierno  lo  qu e ju s ti f i ca l a to ler anc ia y  la no- in terv en ción  
s ino  e l  re spe to  por  l a jus t icia .     
36 La in terv enc ión  aqu í no  t ien e qu e s er  n ecesar iamen te mi l it ar .  Pu ed e con s is tir  t ambién  
en  estab lecer  una po l ít i ca d e incen tivo s par a aque l los  pu eblo s decentes  qu e p asan  a  
ten er  una  org anizac ión  pol í t ica l ib era l .   
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